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Resumen  

 

En la última década, algunos países de la Unión Europea (UE), como Hungría y 

Polonia, han sufrido un retroceso democrático que ha puesto en cuestión el Estado 

de derecho, recogido en el art. 2 del Tratado de la Unión Europea. Para tratar de 

detener esa deriva, la UE disponía hasta ahora de algunos mecanismos legales que 

han resultado poco efectivos. Por ello, las autoridades europeas aprobaron el 

Reglamento 2020/2092 sobre un régimen general de condicionalidad para la 

protección del presupuesto de la Unión, un mecanismo que establece la posibilidad 

de bloquear fondos europeos a los países que incurran en violaciones del Estado de 

derecho cuando afecten al presupuesto. 

 

Hungría presentó en marzo de 2021 un recurso contra el Reglamento, que el 

Tribunal de Justicia de la UE desestimó por considerar que el nuevo mecanismo se 

ajustaba a derecho. En diciembre de 2022, la UE procedió a suspender el pago de 

12.100 millones de euros a Hungría, que solo recuperará si implementa las medidas 

correctoras acordadas con la Comisión Europea. El mecanismo por ahora parece 

ser efectivo, ya que Hungría depende de los fondos europeos para mantener su 

estabilidad económica y ha aceptado por primera vez implementar voluntariamente 

las medidas, pero cabe estar alerta y gestionar su aplicación con cautela, porque de 

lo contrario puede provocar un aumento del euroescepticismo y afectar al proyecto 

de integración europea. Asimismo, el mecanismo puede servir de precedente para 

disuadir a otros gobiernos tentados de seguir una deriva autocrática similar a la 

emprendida por Hungría. 

 

Palabras clave: Estado de derecho, Hungría, Régimen de condicionalidad, 

Reglamento 2020/2092, Unión Europea. 
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Abstract 

 

In the last decade, some European Union (EU) countries, such as Hungary and 

Poland, have suffered a democratic regression that has challenged the rule of law, 

recognised by Article 2 of the Treaty on European Union. To try to stop this drift, 

the EU had until now some legal mechanisms, but these have proven to be 

ineffective. Therefore, European authorities approved Regulation 2020/2092 on a 

general regime of conditionality for the protection of the Union budget, a 

mechanism that establishes the possibility of blocking European funds to countries 

that engage in rule of law violations when it affects the budget. 

 

In March 2021, Hungary filed an appeal against the Regulation, that the European 

Union Court of Justice dismissed on the grounds that the new mechanism was in 

accordance with the law. In December 2022, the EU suspended the payment of 

12.1 billion euros to Hungary, which it will only be released if Hungary implements 

the corrective measures agreed upon with the European Commission. The 

mechanism seems to have been effective as Hungary relies on European funds to 

maintain its economic stability and has agreed for the first time to voluntarily 

implement the measures, but the EU must remain alert and handle its application 

with caution, otherwise it could potentially cause an increase in Euroscepticism and 

affect the European integration project. Moreover, the mechanism can serve as a 

precedent to discourage other governments that might be tempted to pursue a 

similar autocratic path as Hungary did. 

 

Key words: Rule of law, Hungary, Conditionality regime, Regulation 2020/2092, 

European Union. 
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1. Introducción 

 

En los últimos años escuchamos hablar reiteradamente de la crisis de la democracia 

liberal y los valores occidentales, y de cómo vivimos un período de regresión de 

estos valores en el mundo. Se citan como ejemplos la etapa de Donald Trump como 

presidente en la Casa Blanca, entre 2017 y 2021, la expansión de los partidos 

euroescépticos o antisistema en Europa, que tras las elecciones de 2019 lograron 

hacerse con algunos escaños en el Parlamento Europeo, la salida efectiva del Reino 

Unido de la Unión Europea (UE) o Brexit, el 31 de enero de 2020, o la victoria de 

partidos ultraconservadores en algunos Estados europeos. Hechos como estos, que 

se han ido sucediendo hasta la invasión rusa de Ucrania en febrero de 2022, habrían 

parecido imposibles en 1950, cuando Robert Schuman pronunció la Declaración 

que sentó las bases para la construcción del proyecto europeo. 

 

Los impulsores de ese proyecto europeo imaginaban un futuro de cooperación, paz, 

respeto por los derechos humanos, consolidación del Estado de derecho (EdD) y de 

democracia, que permitiera a la Unión Europea exportar estos valores al resto del 

mundo y fortalecer su posición en el sistema internacional. Estos valores se 

encuentran recogidos en el art. 2 del Tratado de la Unión Europea (TUE) y se 

configuran como la piedra angular de la estructura constitucional europea. Pese a 

que, durante las últimas décadas, se ha logrado establecer en Europa este clima de 

estabilidad, actualmente nos dirigimos hacía un clima regional e internacional cada 

vez más convulso. Quizás es consecuencia de esa estabilidad, que ahora se ha visto 

fracturada, que los fundadores de la UE no previeron mecanismos de respuesta y 

actuación más contundentes frente a violaciones sistémicas de los valores comunes 

(Cortés Martín, 2020).  

 

En el seno de la UE hay actualmente una crisis de esos valores que destaca por 

encima de todas las demás: el retroceso democrático que están viviendo Polonia y 

Hungría. Desde la llegada al poder del presidente Andrzej Duda, en Polonia, y del 

primer ministro Viktor Orbán, en Hungría, líderes ambos de partidos euroescépticos 

con tendencias autocráticas, sus gobiernos han impulsado políticas que han ido 
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erosionado progresivamente las instituciones de esos dos países, tomando 

decisiones muy polémicas que en ocasiones incluso podrían considerarse 

inconstitucionales. Esas actuaciones preocupan a las autoridades europeas porque 

una de las instituciones estatales que se ha visto más perjudicada en ambos casos es 

el poder judicial. La independencia e imparcialidad de los jueces, y con ellas las 

garantías para la preservación del Estado de derecho, peligran cada día más en esos 

Estados.  

 

Por ello, con el fin de forzar un cambio de tendencia en sus políticas, desde la UE 

se han puesto en marcha una serie de mecanismos preventivos y sancionadores. El 

objetivo de este trabajo es estudiar con profundidad uno de dichos mecanismos, de 

reciente creación: el Reglamento de condicionalidad presupuestaria 1 . Es un 

mecanismo creado por el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea  

cuyo propósito es proteger el presupuesto de la UE de esos incumplimientos, bajo 

la premisa de que un Estado que no comparta los valores comunes que inspiran la 

UE y no respete el Estado de derecho no está capacitado para gestionar de forma 

eficiente los fondos europeos. Es un instrumento específico, que sanciona un 

incumplimiento muy concreto, pero que es fundamental para los Estados que son 

beneficiarios netos de los fondos de la UE, ya que tienen una gran dependencia 

económica de ella porque reciben sumas relevantes en fondos estructurales y de 

inversión. El Reglamento es una “obra de ingeniería” jurídica única, diseñada 

específicamente para frenar la deriva política de estos dos países, pero que una vez 

aprobado es perfectamente extrapolable a otros, y que cuenta con pocos 

antecedentes legales similares (Díaz Crego, Mańko y Van Ballegooij, 2020). 

 

Asimismo, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), en el fallo emitido 

el 16 de febrero de 2022, ha validado la legalidad del Reglamento2, y la Comisión 

 
1 Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de diciembre 

de 2020 sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión. 

Diario Oficial de la Unión Europea L 433 I/1. 
2 STJUE, Asunto C-156/21, Parlamento Europeo y Consejo de la Unión Europea c. Hungría, de 16 

de febrero de 2022, ECLI:EU:C:2022:97. 
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Europea (CE) ya ha bloqueado algunos de los fondos del presupuesto europeo 

destinados a Hungría. En este trabajo también analizaré la aplicación del 

Reglamento en Hungría, para medir el posible impacto y eficacia de las sanciones 

aplicadas en base a la información que haya disponible hasta el último momento. 

 

He elegido este tema porque aborda un asunto de especial relevancia, ya que sus 

consecuencias afectan tanto a la política interna de la Unión Europea, desde el 

presupuesto comunitario a la independencia de los sistemas judiciales de los 

Estados miembros (EE. MM.), hasta a sus relaciones exteriores, dado que la 

división interna originada por este motivo puede dificultar una posición unitaria 

hacia el exterior en un período en que la UE deberá afrontar importantes retos ante 

actores destacados del panorama internacional, como Rusia o China.  

 

Además, si no se gestiona con prudencia, este asunto puede fácilmente entorpecer 

el proyecto de integración europea y, por ende, la postura de la UE como actor 

relevante en el tablero internacional. Así pues, el Reglamento se presenta también 

como una gran oportunidad para las instituciones europeas de superar de una vez 

por todas un conflicto larvado que se arrastra desde hace años y que hasta ahora no 

han sabido resolver.  

 

Este es un trabajo académico basado en el estudio de la situación del Estado de 

derecho en los mencionados países y en el análisis de un nuevo instrumento legal. 

Para ello, he utilizado artículos doctrinales y de opinión, comunicaciones oficiales 

y decisiones aprobadas por los distintos gobiernos e instituciones de la UE, 

jurisprudencia del TJUE y de Estados nacionales y legislación europea, en especial 

el TUE y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE).  

 

Las principales preguntas de investigación son: ¿cuáles son los fundamentos legales 

del régimen de condicionalidad de la Unión Europea? Y ¿permitirá la aplicación del 

régimen de condicionalidad forzar el cumplimiento del Estado de derecho en los 

países miembros? Eso me llevará a responder también algunas cuestiones 

secundarias: ¿cómo se vincula el régimen de condicionalidad con la protección del 
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Estado de derecho? ¿Qué aporta de nuevo el régimen de condicionalidad 

presupuestaria respecto a los demás mecanismos ya existentes? ¿Cómo se está 

aplicando este mecanismo en el caso concreto de Hungría? 

 

He dividido la estructura del trabajo en tres grandes bloques, empezando por una 

breve descripción de los valores constitucionales recogidos en el art. 2 del TUE, 

que sirven de base legal para la respuesta de las instituciones y la aplicación de los 

mecanismos de sanción. A continuación, examinaré en profundidad el Reglamento 

de condicionalidad, su base jurídica y las consecuencias del pronunciamiento del 

TJUE, y finalmente realizaré un análisis detallado aplicado al caso de Hungría, para 

intentar determinar su eficacia en este país. 
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2. Los valores de la Unión Europea (art. 2 TUE) y los mecanismos de defensa 

del Estado de derecho 

 

2.1 Análisis del art. 2 TUE 

 

2.1.1 Los valores recogidos en el art. 2 TUE 

 

El art. 2 TUE3 detalla una serie de valores que constituyen el fundamento de la 

Unión Europea y que se describen a continuación:  

 

1) Dignidad humana: es el primer valor fundacional consagrado y su concepto es 

elusivo, ya que depende de la concepción propia de cada uno sobre el ser humano 

y cómo debe ser su relación con la sociedad. Aun así, el concepto aquí englobado 

se refiere al carácter único y excepcional de cada persona y enfatiza en su valor 

intrínseco. También es un derecho fundamental (art. 1 CDFUE).  

 

2) Libertad: hay diferentes concepciones, pero en el derecho de la Unión Europea 

(DUE) se vincula con la autonomía del individuo, comprendida como la libertad 

para autogobernarse, y la igualdad de reconocimiento para todos los seres humanos. 

 

3) Democracia: no tiene una definición clara, sino que es un concepto en constante 

evolución. La Unión Europea ha adoptado un modelo de democracia representativa 

en la que se engloban principios como las elecciones periódicas y justas, el derecho 

al voto de todos los ciudadanos, el respeto por las decisiones que toma el parlamento, 

la inmunidad parlamentaria, etc… 

 

 
3 Art. 2 TUE: “La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, 

democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos 

de las personas pertenecientes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en 

una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la 

solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres”. 
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4) Igualdad: tal como está prevista en el mencionado artículo se concibe en sus dos 

vertientes, la igualdad de trato y la igualdad de oportunidades y resultados. También 

incluye la prohibición de discriminación y se describe como un valor y como un 

objetivo de la UE (art. 3.3 TUE).  

 

5) Derechos humanos: se encuentran tipificados en numerosos tratados 

internacionales y, en concreto, en la CDFUE. Sirve de base para las actuaciones de 

las instituciones en el ejercicio de sus funciones y para los Estados cuando aplican 

el DUE. 

 

6) Estado de derecho: El nacimiento del Estado de derecho tal como lo conocemos 

hoy en día se asimila al concepto de “imperio de la ley”, y es el resultado de un 

proceso evolutivo e histórico con grandes diferencias entre grupos de Estados y sus 

tradiciones jurídicas.  

 

Dado que es el núcleo central del trabajo, a continuación realizaré un análisis más 

profundo de este concepto. Las ideas que servirían como fundamento para nuestro 

concepto del Estado de derecho emergieron con el paso de la Edad Media a la Edad 

Moderna, y con un cambio de mentalidad sobre el rol que debía tener el Estado, 

pasando de los Estados absolutistas a los Estados modernos con una administración 

burocratizada. Este cambio fue posible porque la razón humana se convirtió en el 

parámetro de validez universal de la sociedad, provocando, en primer lugar, un 

desplazamiento de la religión hacia la esfera privada y, en segundo, la voluntad de 

crear un sistema jurídico cerrado basado en leyes naturales para la comunidad. El 

desplazamiento de la religión convirtió el poder político en árbitro, promovió la 

secularización del Estado, así como una concentración de este en tareas 

administrativas y de gobierno. Por su parte, la aparición del derecho natural 

fundamentó los derechos básicos irrenunciables que limitaban mutuamente al 

pueblo y a su soberano. 

 

En el continente europeo, el derecho tradicional se transformó en derecho legislado, 

formado por leyes vinculantes aplicables a todos los ciudadanos y con 
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consecuencias legales para aquellos que las incumplían. Fueron importantes los 

avances que se consiguieron de forma progresiva, pese a la resistencia de la antigua 

sociedad estamentaria. “Se trataba no tanto de la unidad, claridad y perfección 

técnica de la ley, sino del contenido material y la seguridad e inviolabilidad de los 

derechos en ella estatuidos” (Brand, 2006: 52). La ley dejó de ser la voluntad del 

gobernante para convertirse en un instrumento que garantizaba la libertad de los 

ciudadanos. 

 

El concepto que nosotros tenemos de Estado de derecho tiene su origen en las 

reflexiones de Kant, y alcanzó su significado actual en la Alemania del siglo XIX, 

para después extenderse por la Europa continental. En un inicio se centraba en 

limitar el poder del Estado y en defender los derechos de sus ciudadanos, pero a 

partir de la segunda mitad del siglo XIX la idea se amplió para incorporar la 

protección judicial de los derechos ante el Estado en general y la jurisdicción 

administrativa en particular. 

 

Los sistemas legales fueron evolucionando con la introducción de nuevas garantías 

y el cruce de diferentes teorías doctrinales. Por ejemplo, Ernst Ferdinand Klein, uno 

de los creadores del derecho territorial general prusiano, enfatizó en la necesidad 

de que la ley fuera conocida públicamente, la prohibición de la retroactividad y el 

principio de aplicación igualitaria. En derecho penal, Cesare Beccaria exigía la 

observancia incondicional y literal de la ley por parte del juez para evitar 

arbitrariedades y Anselm von Feuerbach dio validez al principio de que la 

imposición de una pena siempre requería la existencia de una ley penal previa. De 

las aportaciones de ambos autores derivaría el principio de prohibición de la 

analogía. En años posteriores aparecieron otros principios, como el de legalidad, de 

la mano de Klein, en el cual teorizó que un ciudadano debe tener la certeza de que 

será juzgado únicamente de acuerdo con las leyes previas a los hechos cometidos, 

o la reserva legal. Estas garantías no solamente aseguraban la libertad de los 

ciudadanos, sino también su protección (Brand, 2006). 
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Finalmente, se incorporó a la noción de Estado de derecho la de Estado social. La 

idea era que el Estado no debía proteger solamente los derechos de libertad y de 

propiedad privada, principales intereses de la burguesía, sino también los derechos 

sociales. Esta corriente de pensamiento acabó derivando en lo que denominamos 

hoy en día el Estado de derecho y social, presente en la mayoría de los Estados 

miembros de la UE. 

 

En cambio, la evolución del concepto de rule of law inglés fue diferente. El modelo 

inglés no se basaba en la existencia y eficacia de libertades fundamentales 

plasmadas en una constitución formal y escrita que influía en toda la legislación, 

sino que  

 
“los derechos (estamentarios) se habían afirmado ante el poder público y, sobre la base del 

Common Law, fueron avanzando paulatinamente hasta abarcar a todos los ciudadanos y 

terminar por convertirse en un componente fundamental de ese conglomerado jurídico. En 

ese sentido, la esencia del Estado de derecho se basa principalmente en ideales, mientras que 

el rule of law lo hace sobre experiencias históricas” (Brand, 2006: 39). 

 

Puesto que es un concepto bastante abstracto, no existe una definición 

universalmente aceptada sobre qué es el Estado de derecho. Cada autor lo define en 

base a su propia concepción y visión de lo que representa. Aun así, se suele 

identificar en sistemas donde el poder público es ejercido por medios legales y el 

derecho consigue de forma efectiva restringir las actuaciones de las autoridades 

públicas (Díaz Crego, Mańko y Van Ballegooij, 2020). La Comisión Europea para 

la Democracia a través del Derecho, también llamada Comisión de Venecia, es un 

órgano dependiente del Consejo de Europa que en 2011 elaboró un informe en el 

que identificaba los seis elementos esenciales del Estado de derecho: 1) la legalidad, 

que se refiere a un proceso legislativo transparente, responsable, democrático y 

pluralista, 2) la seguridad jurídica, 3) la prohibición de la arbitrariedad de los 

poderes públicos, 4) la independencia e imparcialidad de los tribunales, 5) la tutela 

judicial efectiva y el respeto a los derechos fundamentales y 6) la no discriminación 

e igualdad ante la ley (Comisión Europea para la Democracia a través del Derecho, 

2011). 
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Hoy en día,  

 
“En su concepción más básica, el respeto del Estado de Derecho implica que ni los Estados 

miembros, ni las Instituciones Europeas, ni los ciudadanos están por encima de la ley. Por 

una parte, los Estados miembros deben cumplir con todas y cada una de las obligaciones que 

les impone el Derecho de la Unión (…). Por otra parte, las Instituciones Europeas únicamente 

pueden actuar dentro del respeto de las competencias que les son atribuidas por los Tratados” 

(Lenaerts, 2022: 353).  

 

El concepto también se puede definir en negativo, su objetivo principal es “erradicar 

la arbitrariedad imponiendo límites legales a la discreción gubernamental” (Díaz 

Crego, Mańko y Van Ballegooij, 2020: 15). 

 

En 2020, casi diez años más tarde y ya en plena crisis, se creó por razones de 

seguridad jurídica una definición del concepto “Estado de derecho” en el 

Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

16 de diciembre de 2020, o Reglamento de Condicionalidad4, sobre el que se basa 

este estudio. Es una definición que solamente tiene efectos para la aplicación de 

este Reglamento, pero que nos puede dar una idea precisa de la interpretación que 

las instituciones europeas hacen de este concepto: 

 
Artículo 2 

 

Definiciones 

 

A los efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 

 

a) «Estado de Derecho», el valor de la Unión consagrado en el artículo 2 del TUE. 

Comprende los principios de legalidad, que implica un proceso legislativo transparente, 

democrático, pluralista y sujeto a rendición de cuentas; de seguridad jurídica; de prohibición 

de la arbitrariedad del poder ejecutivo; de tutela judicial efectiva, que incluye el acceso a la 

justicia, por parte de órganos jurisdiccionales independientes e imparciales, también en lo 

que respecta a los derechos fundamentales; de separación de poderes, y de no discriminación 

 
4 Ver apartado 3 “El Reglamento 2020/2092 sobre un régimen de condicionalidad para la protección 

el presupuesto de la Unión” para más información. 



 16 

e igualdad ante la ley. El Estado de Derecho se entenderá habida cuenta de los demás valores 

y principios de la Unión consagrados en el artículo 2 del TUE; 

 

El Estado de derecho implica pues que los derechos subjetivos conferidos por la 

Unión Europea a los particulares son tutelados de forma efectiva por la Comisión y 

por las jurisdicciones nacionales. Es un sistema de doble vigilancia, que no opera 

eficientemente si los tribunales nacionales no actúan independientemente y no 

pueden dar una respuesta eficaz a las violaciones del derecho europeo. 

 

Se le da una gran importancia porque es la pieza central del principio de confianza 

mutua entre los EE. MM., que a su vez sirve de base para numerosas políticas 

europeas de integración, como el reconocimiento y ejecución automática de las 

resoluciones judiciales nacionales o las euroórdenes, entre otros ejemplos. “Sin 

independencia judicial no puede haber confianza mutua y sin confianza el espacio 

europeo de libertad, seguridad y justicia se fragmenta” (Lenaerts, 2022: 361).  

 

Formar parte de la Unión implica respeto al DUE. Su primacía supone la toma de 

decisiones por mayoría, quedar vinculado por ellas, aun cuando se votó en contra, 

y por las decisiones judiciales, aunque no digan lo que uno desea. Sin esa aceptación, 

no hay limitación de las soberanías nacionales y sin limitación no hay integración. 

La integración tiene lugar a través del derecho y presupone que los Estados son 

democráticos, que respetan la separación de poderes y tienen un poder judicial 

independiente. Sin la creación de un derecho propio, unas instituciones compartidas 

y un mercado común no existe integración y sin ella no tenemos los instrumentos 

para conseguir una convivencia pacífica y próspera en Europa, que es el objetivo 

final de la UE. Por tanto, la reacción de la Unión ante estas violaciones sistémicas 

es “necesaria, natural y previsible” (Baquero, 2022: 437).  

 

 

2.1.2 Alcance jurídico 

 

El artículo 2 del TUE establece los valores fundacionales de la UE, que son 

compartidos por todos los EE. MM. y, a su vez, configuran su base constitucional. 
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Son vinculantes para las instituciones, los Estados parte y los Estados candidatos a 

la adhesión, que en base al art. 49 TUE deben cumplir con ellos para poder 

incorporarse a la Unión. Además, son repetidamente mencionados en el preámbulo 

del TUE, y los arts. 3.1 y 3.5 TUE califican su promoción tanto interna como 

externa como uno de los objetivos de la UE. Estas observaciones denotan por sí 

mismas la importancia jurídica que se les otorga en el TUE. 

 

Existe un largo debate en torno al contenido normativo del art. 2 TUE. En una 

primera formulación, el art. F.1 del Tratado de Maastricht (1992) requería a los EE. 

MM. tener un sistema de gobierno democrático y la obligación de respetar las 

identidades nacionales. Después, en el Tratado de Ámsterdam (1997) se incorporó 

una lista de principios fundadores comunes a todos los Estados entre los que se 

incluían la libertad, la democracia, los derechos humanos y las libertades 

fundamentales, y el Estado de derecho. En el Tratado de Lisboa (2007) se introdujo 

un cambió polémico, al modificar la denominación de esta enumeración por 

“valores” en vez de “principios”, y se añadieron la dignidad humana, la igualdad y 

los derechos de las minorías. Algunos autores defendieron que, con el cambio de 

terminología, no se les debía asignar ningún contenido normativo y que 

simplemente debían ser interpretados como principios legales vinculantes. En 

cambio, otros autores apuntaron que, en numerosos preceptos del TUE y otros 

tratados internacionales, como la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea (CDFUE), se utilizan los conceptos indistintamente, sin que eso afecte a 

su valor jurídico o sus consecuencias legales. El TJUE no se ha pronunciado sobre 

las posibles diferencias legales entre los términos “valores” y “principios”, pero sí 

ha mencionado que los conceptos del art. 2 son legalmente vinculantes y su 

aplicación no es siempre igual, sino que deben balancearse entre el conflicto que 

tengamos delante y el elemento con el que interactúan (Díaz Crego, Mańko y Van 

Ballegooij, 2020). Además, la naturaleza legal de estos valores implica que la UE 

puede utilizar mecanismos de monitoreo y sanción para garantizar su respeto. (Von 

Bogdandy y Ioannidis, 2022). 
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“El art. 2 TUE permite a los EE. MM. autoorganizarse a partir de diseños 

constitucionales más bien heterogéneos, mientras les requiere que cumplan con 

unos estándares mínimos comunes y con unas líneas rojas que no les está permitido 

cruzar (…). No imponen un contenido constitucional o una estructura institucional 

concreta (…), pero requiere que los EE. MM. cumplan con ciertos estándares en 

relación con ellos [los valores]” (Díaz Crego, Mańko y Van Ballegooij, 2020: 10), 

con las obligaciones del Derecho de la Unión Europea y con la independencia 

judicial (Lenaerts, 2022). 

 

 

2.2. Los mecanismos de defensa del Estado de derecho 

 

2.2.1 Mecanismos previstos en los tratados 

 

2.2.1.1 El artículo 7 del TUE: el recurso preventivo y el recurso sancionador 

 

El art. 7 del TUE se considera la principal herramienta a disposición de las 

instituciones europeas para combatir incumplimientos de los valores del art. 2 del 

TUE. De hecho, en el mismo redactado contiene dos mecanismos diferenciados, 

uno preventivo (art. 7.1) y otro sancionador (art. 7.2 y 7.3). 

 

El mecanismo preventivo se añadió al art. 2 del TUE con la aprobación del Tratado 

de Niza (2001) tras el “caso Haider”, cuando en Austria, a principios de la década 

de 2000, la coalición de gobierno formada por el Partido Popular Austriaco (OVP) 

y el Partido de la Libertad de Austria (FPÖ) liderado por el ultraderechista Jörg 

Haider realizó una campaña, considerada xenófoba, que provocó el boicot 

diplomático de catorce Estados miembros. Por su parte, la vertiente sancionadora 

del art. 7 se introdujo por vez primera en el Tratado de Ámsterdam, en previsión de 

una nueva ampliación de la UE a diversos países de Europa central y oriental, con 

el objetivo de reforzar la comunidad de valores europeos (Escuder Merida, 2016). 
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a) El recurso preventivo (art. 7.1 TUE) 

 

“El mecanismo de prevención consiste en un sistema que trata de evitar la violación 

grave de los principios contemplados en el artículo 2 del TUE mediante la 

constatación de la existencia de un riesgo claro de esta violación. El mecanismo se 

recoge en el apartado 1 del artículo 7 del TUE, y consta de una fase de constatación 

y una segunda fase facultativa de recomendación” (Escuder Merida, 2016: 15). Es 

el único mecanismo de prevención en los tratados especialmente pensado para dar 

respuesta a amenazas sistémicas y debe ser activado cuando hay un “riesgo claro 

de violación grave” de los valores del art. 2 TUE. Por tanto, es previo a la 

materialización del riesgo. 

 

La fase de constatación se activa a iniciativa del Parlamento, la Comisión o un tercio 

de los Estados miembros, sin contar el Estado imputado, y previa aprobación del 

Parlamento. La decisión sobre si efectivamente existe tal riesgo recae sobre el 

Consejo, que deberá aprobarla por mayoría de cuatro quintos de sus miembros y 

previa aprobación del Parlamento. Se considera un procedimiento especial porque 

las mayorías requeridas son más elevadas que en otros procedimientos ordinarios. 

Antes de la constatación, el Estado miembro imputado puede presentar sus 

observaciones al Consejo. Después, con la misma mayoría, el Consejo podrá 

realizar recomendaciones para aminorar dicho riesgo acompañadas de un 

seguimiento periódico. “Si [el riesgo] acaba por convertirse en una violación 

efectiva que pueda entrar en el ámbito de aplicación del mecanismo sancionador 

recogido en el apartado 2 del artículo 7 del TUE, podrá suponer el inicio de dicho 

procedimiento, pero siempre de forma autónoma respecto al mecanismo de 

prevención, dado el carácter independiente de ambos” (Escuder Merida, 2016: 16). 

 

En cuanto a su aplicación, el mecanismo se ha activado dos veces, primero en 

diciembre de 2017 respecto a Polonia, por parte de la Comisión5, y después en 

 
5 Comisión Europea (2017a). Propuesta motivada de conformidad con el artículo 7, apartado 1, del 

TUE por lo que respecta al estado de derecho en Polonia. Propuesta de decisión del Consejo relativa 
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septiembre de 2018 a Hungría, por el Parlamento Europeo6. De hecho, en el marco 

de este procedimiento Hungría interpuso un recurso de anulación contra el 

Parlamento, por su propuesta en la que solicita al Consejo que constate la existencia 

de un riesgo claro de violación grave de los valores en los que se fundamenta la 

Unión. Sin embargo, el Tribunal terminó desestimando el recurso7 . Pese a las 

numerosas evidencias, ninguno de los dos procesos ha dado fruto, entre otras 

razones por una falta de coraje político del Consejo (Cortés Martín, 2020). 

 

 

b) El recurso sancionador (art. 7.2 y 7.3 TUE) 

 

Es el único mecanismo de sanción en los tratados pensado especialmente para dar 

respuesta a amenazas sistémicas de los valores de la Unión en los Estados miembros. 

Solo se aplica ante circunstancias extraordinarias de incumplimientos graves y 

persistentes, por tanto, presupone la materialización del riesgo descrito en el art. 7.1 

TUE. Tiene un carácter fuertemente político porque son los Estados miembros 

quienes toman todas las decisiones, ya sea en el marco del Consejo o del Consejo 

Europeo.  

 

Igualmente, se divide en dos fases muy claras, una primera de constatación, donde 

el Consejo Europeo8 debe decidir por unanimidad si hay un incumplimiento grave 

y persistente por parte de un Estado miembro. Tienen legitimidad para presentar la 

propuesta un tercio de los Estados miembros o la Comisión, con el consentimiento 

 
a la constatación de un riesgo claro de violación grave del Estado de derecho por parte de la 

República de Polonia. COM (2017) 835 final. 
6 Parlamento Europeo (2018). Propuesta en la que solicita al Consejo que, de conformidad con el 

artículo 7, apartado 1, del TUE, constate la existencia de un riesgo claro de violación grave por parte 

de Hungría de los valores en los que se fundamenta la Unión (2017/2131(INL)). P8_TA (2018) 0340. 
7  STJUE, Asunto C-650/18, Parlamento Europeo c. Hungría, de 3 de junio de 2021, 

ECLI:EU:C:2021:426. 
8 A diferencia del recurso preventivo (art. 7.1 TUE), donde la constatación del incumplimiento recaía 

sobre el Consejo de la UE, aquí lo hace en manos del Consejo Europeo (art. 7.2) y luego la 

aprobación de medidas sancionadoras corresponde de nuevo al Consejo de la UE (art. 7.3). 
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del Parlamento. Una vez se ha acreditado la existencia del incumplimiento, se abre 

la segunda fase en la que, por mayoría cualificada especial, el Consejo puede 

suspender los derechos del Estado miembro imputado. En ambas votaciones se 

excluye la participación del Estado imputado, pero no de otros Estados que estén 

involucrados en procesos similares. La mayoría cualificada reforzada requiere el 

voto a favor del 72% de los Estados, representando al menos el 65% de la población. 

Si la situación cambia, las sanciones se pueden levantar o modificar (art. 7.4 TUE) 

y el TJUE solamente puede pronunciarse a petición del Estado sancionado sobre 

aspectos procedimentales (art. 269 TFUE). 

 

No existe una lista predeterminada de sanciones, sino que se deja a la total 

discrecionalidad del Consejo. El artículo 7.3 del TUE solamente se refiere como 

sanción máxima a la suspensión del derecho de voto de ese Estado en el Consejo, y 

se excluye como posible sanción su expulsión de la UE. Por tanto, solamente se 

aplican sanciones económicas o de naturaleza no económica que no intervengan 

directamente en los asuntos internos del país. 

 

Además, tal como se menciona en la última frase del primer párrafo del artículo 7.3 

del TUE, el Consejo debe tener en cuenta las posibles consecuencias para los 

derechos y obligaciones de las personas físicas y jurídicas del Estado afectado.  

 

 

c) Inconvenientes del art. 7 TUE como mecanismo de defensa del Estado de derecho 

 

El principal problema del art. 7 son las elevadas mayorías requeridas, especialmente 

para la constatación del incumplimiento, donde los tratados exigen unanimidad. 

Una segunda cuestión, también vital, es la enorme discrecionalidad que se le otorga 

al Consejo, sobre todo en la elección de las sanciones, que inevitablemente quedan 

condicionadas por la coyuntura política del momento, reduciendo así la efectividad 

del procedimiento. No obstante, a su favor cabe mencionar que, si se consigue la 

unanimidad requerida y la cohesión política necesaria, entonces puede ser una 
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herramienta poderosa para presionar al Estado sancionado (Díaz Crego, Mańko y 

Van Ballegooij, 2020). 

 

Otro aspecto a tener en cuenta es el equilibrio entre la sanción y sus consecuencias. 

La censura hacia el Estado miembro imputado puede afectar de forma negativa a la 

protección de sus ciudadanos y las personas jurídicas. “La efectividad del 

procedimiento puede verse reducida si la sanción se impone dando especial 

importancia a los efectos que ésta puede causar a los ciudadanos del Estado 

miembro en cuestión” (Escuder Merida, 2016: 23) y viceversa. Finalmente, también 

existen dificultades para determinar qué es un “riesgo claro y grave” o “un 

incumplimiento sistemático y persistente”. 

 

Tal como argumenta José Manuel Cortés: “Los negociadores del Tratado de 

Ámsterdam probablemente esperaban que la mera presencia del art. 7 TUE actuaría 

como un elemento disuasorio suficiente que evitara cualquier retroceso democrático” 

(Cortés Martín, 2020: 479). Sin embargo, tanto Polonia como Hungría han 

demostrado que este no es el caso y han sacado a relucir las graves insuficiencias 

del art. 7 del TUE. Por ello, las instituciones han creado mecanismos alternativos 

tanto de prevención como de sanción. 

 

 

2.2.1.2 Los artículos 258 a 260 del TFUE: el procedimiento de infracción 

 

En los artículos 258 a 260 TFUE encontramos un procedimiento multigradual de 

ejecución para los casos en que un Estado miembro incumple algunas de las 

obligaciones impuestas en los tratados. En este proceso, la Comisión tiene plena 

discrecionalidad, tanto para elegir en qué casos lo inicia, como cuándo lo inicia, ya 

que la ley no indica plazos, qué acciones imponer y decidir si lleva o no el caso ante 

el TJUE. Entonces, si la Comisión lleva el caso ante el TJUE, el Estado puede ser 

sancionado económicamente. El único límite que, según la jurisprudencia del TJUE, 

debe respetar la Comisión es el derecho a defensa del Estado implicado. El 

mecanismo incorpora una fase prejudicial, donde la Comisión establece un diálogo 
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con el Estado en cuestión para intentar encontrar una solución informal y 

confidencial para revertir la infracción. Si esta no funcionara, la Comisión llevase 

el caso ante el TJUE y el estado no cumpliese con la sentencia, declarando que 

existe una violación del derecho comunitario, el Tribunal, a petición de la Comisión, 

puede imponer multas (Varnay, 2015).  

 

En general, se puede considerar un mecanismo muy efectivo para redirigir 

incumplimientos del Estado de derecho en los que se vulneren disposiciones 

específicas de la legislación europea, pero solo funciona para casos muy concretos. 

Por ejemplo, la Comisión abrió un procedimiento a Hungría por violación de los 

arts. 2 y 6.1 de la Directiva 2000/78/CE, por rebajar la edad de jubilación obligatoria 

para jueces, fiscales y notarios a 62 años, una cuestión muy relacionada con el EdD, 

pero sin llegar a hacer mención al art. 2 TUE en su recurso. En su sentencia el TJUE 

determinó que esta reforma supone una vulneración de los principios de no 

discriminación, independencia e inamovilidad9 (Emilova Tsaneva, 2021). Como 

muestra este ejemplo, hasta ahora cuando la Comisión aplicaba el presente 

mecanismo lo hacía para denunciar vulneraciones de la legislación citando artículos 

específicos, entre los que nunca se incluía el art. 2 TUE, ya que no estaba claro cuál 

era su naturaleza o valor jurídico.  

 

No obstante, esto ha cambiado a raíz de la STJUE relativa al Reglamento 2020/2092, 

en la que el Tribunal dio pleno valor normativo al art. 2 TUE y confirmó la 

obligación de los Estados miembros de respetar su contenido y cumplir las 

obligaciones contenidas en él10. Dado este cambio en la jurisprudencia podemos 

esperar que el mecanismo de los artículos 258 a 260 adquiera una nueva dimensión, 

pues la Comisión podrá denunciar la vulneración de los valores europeos, incluido 

el EdD, directamente a través del art. 2 TUE, sin tener que recurrir a otras 

disposiciones de los tratados. El 19 de diciembre de 2022 la Comisión interpuso por 

 
9  STJUE, Asunto C-286/12, Comisión Europea c. Hungría, de 6 de noviembre de 2012, 

ECLI:EU:C:2012:687. 
10 Ver apartado 3.3 “El respeto al principio de seguridad jurídica y la naturaleza del art. 2” para más 

información. 
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primera vez un recurso contra Hungría por la vulneración de varias disposiciones 

de las directivas 2000/31/CE, 2006/123/CE y 2010/13/UE, el art. 10 del 

Reglamento (UE) 2016/679, los artículos 1, 7, 8.2, 11 y 21 de la CDFUE, el art. 56 

del TFUE y, por supuesto, el art. 2 del TUE, en conjunción con la reciente 

jurisprudencia del Tribunal 11. El Tribunal todavía no se ha pronunciado sobre este 

asunto, pero sin duda esta sentencia marcará un precedente en la utilización de este 

mecanismo para la defensa de los valores de la Unión. 

 

 

2.2.2 Mecanismos creados por las instituciones12 

 

2.2.2.1 El Marco para reforzar el Estado de derecho 

 

El artículo 7 es un mecanismo muy complejo y de carácter político, lo que ha 

dificultado mucho su aplicación. Por eso, la Comisión aprobó en 2014 el Marco 

para reforzar el Estado de derecho13, un nuevo mecanismo destinado a dar respuesta 

a futuras amenazas antes de que se den las condiciones descritas en el art. 7 TUE. 

Como ya hemos visto, las condiciones para activar el art. 7 TUE son que exista “un 

riesgo claro de violación grave” (art. 7.1 TUE) y “una violación grave y persistente 

por parte de un Estado miembro de los valores de la Unión” (art. 7.2 TUE). “Por lo 

tanto, está concebido para cubrir un vacío. No es una alternativa, sino un mecanismo 

que más bien precede y complementa los mecanismos del artículo 7 del TUE” 

(Comisión Europea, 2014: 3). Sin perjuicio de las competencias de la Comisión 

para abordar violaciones específicas del derecho europeo, según el art. 258 del 

TFUE. 

 
11 Recurso, Asunto C-769/22, Comisión Europea c. Hungría, interpuesto el 19 de diciembre de 2022, 

(2023/C 54/19). 
12  Aparte de los mencionados aquí expresamente también encontramos otros mecanismos: EU 

Justice Scoreboards, creado por la Comisión en 2013, el Semestre Europeo, creado por el Consejo 

Europeo en 2010, el Diálogo anual del Consejo sobre el EdD, creado por el Consejo de la UE en 

2014, y el Mecanismo de Cooperación y Verificación, creado por la Comisión en 2006.  
13 Comisión Europea (2014). Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo. 

Un nuevo marco de la UE para reforzar el Estado de derecho. COM (2014) 158 final. 
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El principal objetivo es prevenir la aparición de una amenaza sistémica que pueda 

llegar a convertirse en “un riesgo claro de violación grave” (art. 7.1 TUE). La 

amenaza debe afectar al ordenamiento político, institucional y jurídico de un Estado. 

Los mecanismos internos de un Estado miembro no siempre tienen los instrumentos 

necesarios para combatir una amenaza sistémica y, según las instituciones, eso 

justifica la intervención de la Comisión. “El Marco se activará cuando las «garantías 

del Estado de Derecho» nacionales no parezcan capaces de responder eficazmente 

a tales amenazas” (Comisión Europea, 2014: 8). 

 

El mecanismo de activación del Marco consta de tres fases: una de evaluación, otra 

de recomendación y una última de seguimiento de la recomendación. La Comisión 

iniciará un intercambio estructurado con el Estado afectado, recopilará y analizará 

toda la información pertinente y valorará si hay o no una amenaza para el Estado 

de derecho. En caso de que exista esa amenaza enviará un dictamen al Estado para 

iniciar un diálogo, al que seguirán más intercambios y posibles reuniones. Si el 

Estado no cooperara, eso será un factor a tener en cuenta en esta etapa de evaluación. 

Las comunicaciones serán confidenciales. En la siguiente fase la Comisión enviará 

unas recomendaciones sobre cómo resolver los problemas identificados. En la 

tercera y última fase, la Comisión hará un seguimiento. “Si la recomendación no es 

satisfecha en el plazo fijado por la Comisión, se sopesará la posibilidad de activar 

uno de los mecanismos del artículo 7 del TUE” (Escuder Merida, 2016: 19). 

 

El Marco se aplicó por primera vez a Polonia en enero de 2016. Entre 2016 y 2017 

se aprobaron cuatro recomendaciones14 y finalizó con la activación del art. 7.1 del 

TUE el 20 de diciembre de 2017. Con respecto a Hungría, el Marco no se ha llegado 

 
14 Comisión Europea (2016b). Recomendación (UE) 2016/1374 del 27 de julio de 2016 relativa al 

Estado de derecho en Polonia. Comisión Europea (2016a). Recomendación (UE) 2017/146 del 21 

de diciembre de 2016 sobre el Estado de derecho en Polonia que complementa la recomendación 

anterior. Comisión Europea (2017c). Recomendación (UE) 2017/1520 del 26 de julio de 2017 por 

lo que respecta al Estado de derecho en Polonia complementaria a las recomendaciones anteriores. 

Comisión Europea (2017b). Recomendación (UE) 2018/103 del 20 de diciembre de 2017 por lo que 

respecta al Estado de derecho en Polonia que complementa las recomendaciones anteriores. 
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a aplicar, aunque el Parlamento Europeo lo solicitó a la Comisión15. En cambio, se 

optó por otros mecanismos, como acudir al procedimiento de infracción de los 

artículos 258 a 260, e intentar aplicar directamente el art. 7.1 TUE.  

 

En general, se trata de un mecanismo preventivo muy flexible pero débil, ya que 

depende mayoritariamente de la voluntad del Estado infractor, y no hay 

consecuencias reales para su incumplimiento más allá de la posible activación del 

art. 7 del TUE, por lo que me remito a los inconvenientes ya explicados de este 

mecanismo16. Como aspecto positivo, la creación de este instrumento muestra una 

buena disposición por parte de la Comisión para encontrar una solución a las 

vulneraciones del Estado de derecho y prevenir su aparición en futuros casos 

(Emilova Tsaneva, 2021). Además, las informaciones recogidas “si el Estado contra 

el que se inicia el Nuevo marco no rectifica, pueden ser igualmente válidas para el 

inicio del mecanismo de prevención del artículo 7.1 del TUE” (Escuder Merida, 

2016: 20). Es difícil valorar su eficacia cuando solo se ha aplicado una vez, pero 

como método de prevención puede dar buenos resultados en futuros casos. 

 

 

2.2.2.2 El Mecanismo europeo del Estado de derecho 

 

El Mecanismo europeo del EdD se anunció por primera en julio de 2019 y se lanzó 

en septiembre del año siguiente. Se trata de un mecanismo de prevención y 

monitoreo de la situación del EdD en los EE. MM. Según la Comisión tiene como 

objetivos: prevenir la aparición de problemas y promover una cultura de respeto al 

EdD en la UE. Se basa en un diálogo interinstitucional entre la Comisión, el 

Parlamento Europeo y el Consejo con los EE. MM., los parlamentos nacionales y 

la sociedad civil. Los resultados de estos diálogos se recogen en un informe anual 

que analiza la situación del EdD en toda la Unión de forma global y luego incluye 

 
15 Parlamento Europeo (2017). Resolución del Parlamento Europeo sobre la situación en Hungría 

(2017/2656(RSP)) de 10 de mayo de 2017. P8_TA (2017) 0216.  
16 Para más detalles consultar el apartado 2.2.1.1.c) “Inconvenientes del art. 7 del TUE”. 
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veintisiete capítulos específicos, uno por EE. MM. Los diálogos pueden ir 

acompañados de visitas al Estado por funcionarios de la Comisión.  

 

La idea tras este mecanismo es recoger datos e información suficientes para 

comprender mejor la situación real, prevenir posibles retrocesos, hacer un 

seguimiento y, posteriormente, debatir sobre las conclusiones extraídas. El informe 

se centra en cuatro grandes pilares: los sistemas de justicia, el marco anti-corrupción, 

el pluralismo mediático y otros problemas institucionales de checks and balances. 

 

El primer informe se publicó en septiembre de 202017 y se han seguido publicando 

sucesivamente, normalmente a principios de verano, hasta día de hoy, y se espera 

que el informe de 2023 esté disponible a mediados de julio. A partir del informe de 

202218 se introdujeron recomendaciones específicas para cada EE. MM. a raíz de 

las críticas que el mecanismo había recibido, sobre todo de aquellos que en 2020 

esperaban una respuesta más contundente de la Comisión. También se ha criticado 

que el informe recoge hechos ya sucedidos y conocidos, que es demasiado 

diplomático, utiliza un lenguaje muy eufemístico para mantener la objetividad, no 

hacer juicios de valor y, por ende, tampoco hace un análisis crítico de los hechos. 

Asimismo, también preocupa que la Comisión se distraiga y malgaste esfuerzos y 

recursos en este proceso en vez enfocarlos allí donde pueden ser más eficaces, en 

los mecanismos de sanción (Pech y Bárd, 2022). Aun así, esta herramienta nunca 

estuvo pensada para resolver los retrocesos democráticos en los EE. MM., sino para 

evaluar la situación y facilitar el debate.  

 

Los informes sobre Hungría han servido para analizar la calidad del EdD en ese 

país, concretar con precisión qué deficiencias existen y en qué ámbitos, realizar un 

seguimiento periódico de la evolución y, finalmente, proponer recomendaciones. Si 

bien, en general, la mayoría de las recomendaciones específicas propuestas por la 

 
17  Comisión Europea (2020). Informe sobre el Estado de Derecho en 2020. Capítulo sobre la 

situación del Estado de Derecho en Hungría. SWD (2020) 316 final. 
18 Comisión Europea (2022c). Informe sobre el Estado de Derecho en 2022. Capítulo sobre la 

situación del Estado de Derecho en Hungría. SWD (2022) 517 final. 
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Comisión a través de este mecanismo no se han aplicado, las conclusiones del 

informe aportan una visión detallada de la situación y pueden servir como base para 

la aplicación de otros mecanismos. 

 

El mecanismo también ayuda a garantizar que el EdD permanece en el debate 

público, concienciando a la población, y a que se le dé la atención debida en los 

medios nacionales y europeos. Además, ha permitido hacer notables avances para 

delimitar el concepto de EdD y los elementos que lo configuran, y se complementa 

bien las otras herramientas con las que trabaja la Comisión, como el Reglamento 

2020/2092. 
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3. El Reglamento 2020/2092 sobre un régimen general de condicionalidad para 

la protección del presupuesto de la Unión 

 

3.1 Creación y proceso de negociación 

 

Tras analizar los mecanismos anteriores, podemos concluir que las instituciones 

europeas no disponen de herramientas suficientes, o por lo menos no 

suficientemente eficaces, para redirigir y sancionar las vulneraciones del Estado de 

derecho. Por eso, han optado por crear nuevos mecanismos.  

 

Después de un intenso periodo de negociaciones, en diciembre de 2020 se aprobó 

el Reglamento 2020/2092 sobre un régimen general de condicionalidad para la 

protección del presupuesto de la Unión. El Reglamento establece un régimen 

general de condicionalidad que supedita el acceso al presupuesto de la UE por parte 

de los EE. MM. al cumplimiento del EdD y se aplica en casos de violaciones 

sistémicas (Vidigal, 2022). Su idea central es que los EE. MM “solo pueden 

garantizar la buena gestión financiera del dinero de la Unión si sus autoridades 

públicas actúan conforme a derecho” (de Gregorio Merino, 2022: 13). Esta 

regulación nace de la idea de que las deficiencias sistémicas del EdD se tienen que 

poder redirigir a través de otro mecanismo que no sea el art. 7, dada su gran 

inefectividad, y que este nuevo mecanismo debe tener como base la vinculación 

entre esas deficiencias y el presupuesto de la Unión.  

 

Existen otros mecanismos de condicionalidad previos en el seno de la Unión. Los 

encontramos especialmente en el proceso de adhesión (art. 49 TUE y los criterios 

de Copenhague) y en los criterios de pertenencia a la Unión Económica y Monetaria 

de la Unión Europea. También existen múltiples ejemplos vinculados a 

instrumentos de cohesión económica y social (Vázquez Rodríguez, 2022). Por lo 

tanto, no es una herramienta innovadora, sino que reproduce una idea ya 

implementada previamente. Encontramos por ejemplo variantes de mecanismos de 

condicionalidad en anteriores Marcos financieros plurianuales (MFP) como el de 

2014-2020, en el que se vincula la eficacia de los Fondos Estructurales y de 
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Inversión Europeos a una buena gobernanza económica. Aun así, el presente 

Reglamento es financiera y constitucionalmente la política de condicionalidad más 

relevante jamás presentada en el seno de la UE (Díaz Crego, Mańko y Van 

Ballegooij, 2020). 

 

La primera propuesta la realizó la Comisión el 3 de mayo de 201819 como parte de 

su estrategia para hacer frente a los desafíos del EdD, aunque posteriormente 

adquirió mayor relevancia en el marco del esfuerzo económico que la UE decidió 

llevar a cabo como respuesta a la crisis originada por la pandemia. En 2018, las 

negociaciones giraron en torno a tres pilares: el MFP 2021-2027, el Plan de 

recuperación Next Generation EU (NGEU) y el presente Reglamento de 

condicionalidad. En la sesión del 17 al 21 de julio del Consejo Europeo, tras cinco 

noches de negociación prácticamente ininterrumpida, se consiguió cerrar un 

acuerdo político para el MFP 2021-2027. En sus conclusiones se mencionó la 

necesidad de establecer un mecanismo para proteger el presupuesto aprobado y el 

fondo de ayudas para apoyar a los Estados miembros de la Unión afectados por la 

pandemia de COVID-19 (de Gregorio Merino, 2022). Durante ese mismo verano 

también se llegó a un acuerdo sobre los fondos del Plan NGEU, cerrando así el 

segundo pilar.  

 

La propuesta de la Comisión para un régimen de condicionalidad no empezó a 

negociarse por las tres instituciones implicadas en el proceso (la Comisión, que 

tiene la iniciativa legislativa, y los dos colegisladores, Parlamento y Consejo) hasta 

pasado septiembre de 2020, en base al art. 322.1.a) TFUE. La primera propuesta 

tenía como ámbito de aplicación los casos de deficiencias generalizadas del EdD en 

EE. MM. entendidas como una práctica u omisión generalizada o recurrente, o 

medida por autoridades públicas que afecta al estado de derecho. En el art. 3.2 de 

la propuesta se citaban tres ejemplos de deficiencias generalizadas. Asimismo, para 

activar el mecanismo estas deficiencias tenían que estar vinculadas y afectar o 

 
19 Comisión Europea. (2018). Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo 

sobre la protección del presupuesto de la Unión en caso de deficiencias generalizadas del Estado 

de Derecho en los Estados miembros. COM (2018) 324 final. 
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amenazar los principios de buena gestión financiera o los intereses financieros de 

la Unión (art. 3.1 de la propuesta). La propuesta utilizaba el sistema de votación por 

mayoría inversa.  

 

El Parlamento recibió la propuesta positivamente pero el Consejo se mostró un poco 

más escéptico. El 25 de octubre de 2018 se publicó el dictamen jurídico n.º 

13593/18 del Servicio Jurídico del Consejo 20 , en el que se estudiaba la 

compatibilidad de la propuesta con los tratados de la UE. El Servicio Jurídico del 

Consejo opinó que el Reglamento no era compatible con el procedimiento del art. 

7 para examinar y sancionar incumplimientos del art. 2 TUE (argumento que 

después reutilizaron Hungría y Polonia en sus posteriores recursos al TJUE). 

Argumentó que, ciertamente, la UE puede condicionar el pago de fondos europeos 

al cumplimiento de determinadas condiciones, pero que para ser válida la propuesta 

debía tener normas diferentes y perseguir otros propósitos que no estuvieran ya 

protegidos por el art. 7 TUE, y estas condiciones tenían que estar suficientemente 

vinculadas con el objetivo de la financiación suspendida. Además, añadió que era 

trabajo de la Comisión demostrar la existencia de dicho vínculo. 

 

Según el Servicio Jurídico, la propuesta no cumplía con esos estándares porque no 

conseguía demostrar cómo el EdD se vinculaba con el presupuesto de la UE o sus 

intereses financieros. No se establecía la conexión de un modo suficientemente 

claro. Además, tampoco especificaba qué estándar de prueba tenía que cumplir la 

Comisión para probar la deficiencia generalizada. Asimismo, el Reglamento y el 

mecanismo del art. 7 TUE podían conducir a un mismo resultado y, por tanto, la 

propuesta no podía considerarse independiente o autónoma del art. 7 TUE, sino que 

buscaba el mismo objetivo, sancionar, aunque con requisitos procedimentales más 

laxos. Aun así, el dictamen también precisaba que estos problemas se podían evitar 

si se incluían sus recomendaciones en el rediseño del Reglamento (Borger, 2022). 

 
20 Consejo de la Unión Europea. (2018). Dictamen 13593/18 del Servicio Jurídico del Consejo, de 

25 de octubre de 2018, sobre la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo 

sobre la protección del presupuesto de la Unión en caso de deficiencias generalizadas del Estado 

de Derecho en los Estados miembros. 2018/0136 (COD). 
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Con la pandemia y la aprobación de los cuantiosos fondos NGEU, la adopción del 

Reglamento volvió a situarse entre las prioridades de la Unión, y con el dictamen 

jurídico n.º 13593/18 en mente los colegisladores iniciaron las negociaciones. Por 

lo general, el Parlamento tenía la idea de crear un mecanismo que permitiera 

proteger el EdD a través del presupuesto. En cambio, el Consejo lo enfocaba al 

revés, buscaba crear un instrumento que protegiera el presupuesto de los 

incumplimientos del EdD (Kölling, 2022). 

 

Una gran parte de las propuestas que hizo el Consejo tenían por objetivo enfatizar 

la naturaleza presupuestaria del Reglamento y la vinculación entre los intereses 

financieros de la Unión y el EdD, y muchas de ellas se basaron en recomendaciones 

hechas por el Servicio Jurídico. La primera de las aportaciones fue introducir un 

nexo causal claro entre las violaciones del EdD y la afectación al presupuesto. Para 

ello no basta con un régimen presuntivo, sino que debe probarse que la vulneración 

afecta o amenaza los intereses de la Unión, por eso en el art. 4 del Reglamento 

2020/2092 se añadió la coletilla “de un modo suficientemente directo”. Además, 

corresponde a la Comisión la obligación de probar la existencia de dicho nexo que 

fundamenta la aplicación de las medidas. 

 

Otra propuesta del Consejo que se incluyó en el texto final son los criterios para 

determinar el importe y la extensión de las medidas de suspensión o cancelación de 

fondos del art. 5.3 del Reglamento 2020/2092. En su versión final, el cálculo se 

basa primero en el daño real o potencial provocado por la violación y en segundo 

lugar se tiene en cuenta la naturaleza, duración, gravedad y alcance de la 

vulneración. También cambió el sistema de votación de mayoría inversa a mayoría 

cualificada (de Gregorio Merino, 2022). 

 

Por su parte el Parlamento hizo numerosas enmiendas a esta propuesta inicial21, 

como por ejemplo definir el EdD no solo en base al art. 2 TUE, sino también en 

base a los criterios del art. 49 TUE sobre la adhesión de nuevos Estados a la Unión, 

 
21 Para más información sobre este tema consultar el anexo 1 “Tabla comparativa entre la propuesta 

original de la Comisión y la resolución legislativa del Parlamento”. 
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y expandir la lista de elementos clave del EdD, incluyendo el principio de no 

discriminación, el acceso a la justicia e imparcialidad del tribunal y ampliando la 

definición de “deficiencia generalizada” y de “riesgo para los intereses financieros 

de la Unión”, entre muchas otras.  

 

El Parlamento también propuso cambios procedimentales. En la propuesta original 

solo estaban involucrados en su activación la Comisión y el Consejo, pero a petición 

del Parlamento se añadió también su propia intervención y la de un panel de 

expertos independientes para aconsejar y asistir a la Comisión. Además, propuso 

que cuando la Comisión adopte una decisión, debería presentar al Parlamento y al 

Consejo una propuesta para transferir a una reserva presupuestaria el monto 

equivalente a las sanciones propuestas. Esta propuesta se consideraría aprobada en 

el plazo de cuatro semanas a menos que el Parlamento o el Consejo decidiesen 

modificarla o rechazarla. Por tanto, se les daría a ambas instituciones el poder de 

vetar las sanciones. El Parlamento también incluyó una enmienda para que el 

Estado sancionado tenga que hacer su solicitud de levantamiento de sanciones en 

forma de “notificación formal” (Díaz Crego, Mańko y Van Ballegooij, 2020). 

 

El Parlamento tuvo asimismo en mente la idea de extender la aplicación del 

mecanismo a violaciones de cualquier valor recogido en el art. 2 TUE, pero esta 

propuesta fue abandonada por su complejidad (de Gregorio Merino, 2022). 

 

Las negociaciones fueron complejas porque ambas instituciones tenían puntos de 

vista muy diferentes sobre cuál tenía que ser la naturaleza, el objetivo del 

instrumento y su compatibilidad con el art. 7 TUE. Por eso, “muchos” autores han 

criticado el texto final por ser un compromiso a la baja respecto a la propuesta 

inicial de la Comisión (Vázquez Rodríguez, 2022). 

 

Finalmente, gracias a un plan de compromiso presentado por la presidencia alemana, 

el Parlamento y el Consejo, tras realizar concesiones de carácter bidireccional 

alcanzaron un acuerdo legislativo sobre el Reglamento, el 5 de noviembre de 2020. 

Sin embargo, tres Estados miembros: Polonia, Hungría y Eslovenia se opusieron a 
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dicho acuerdo (Kölling, 2022). En especial, Polonia y Hungría defendieron que no 

podían aceptar el mecanismo de condicionalidad en la forma acordada y pedían la 

retirada de la propuesta o la introducción de salvaguardas en su favor, como por 

ejemplo la unanimidad como norma en las votaciones del Consejo para adoptar la 

suspensión de fondos. Al comprobar que no podían detener la aprobación del 

Reglamento, que requiere solamente una mayoría cualificada en el Consejo (art. 

322.1.a TFUE), amenazaron con bloquear la adopción del MFP y del NGEU, que 

sí requerían de unanimidad. 

 

Afortunadamente, el 10 y 11 de diciembre de 2020 se acabó encontrando una 

solución al bloqueo. Los miembros del Consejo Europeo (incluida la Comisión) 

acordaron unas conclusiones que contienen su posición sobre cómo y cuándo debe 

aplicarse el Reglamento. Estas indicaciones suponen unas garantías de 

interpretación sobre el alcance y la futura aplicación del Reglamento y fueron 

suficientes para convencer tanto a Hungría como a Polonia de desbloquear la 

votación.  

 

Las conclusiones, que son un simple acto político, no modifican el contenido del 

Reglamento, un acto legislativo y por tanto vinculante para los EE. MM. Aun así, 

su aprobación generó algo de descontento ya que, para algunos, supuso un paso 

atrás en la lucha para proteger el EdD (Vázquez Rodríguez, 2022). El texto de las 

conclusiones menciona que el Reglamento deberá aplicarse respetando el art. 4.2 

TUE sobre la identidad nacional de los Estados miembros, enfatiza que el objetivo 

de la regulación es proteger el presupuesto de la UE, omitiendo cualquier referencia 

al EdD, y precisa que su aplicación debe hacerse de forma objetiva, imparcial y 

sobre hechos probados, en clara alusión a la Comisión y a su posible futura 

aplicación a Hungría y Polonia. También menciona que es un mecanismo 

subsidiario que se aplicará para el MFP 2021-2027 y no respecto a pagos aún 

debidos de Marcos financieros anteriores, y añade una relación extensa con más de 

diez apartados, dirigida a la Comisión, sobre cómo interpretar algunas de las 

disposiciones del Reglamento. Concretamente, en una de estas disposiciones se 

acuerda que la Comisión elaborará unas directrices u orientaciones sobre cómo debe 
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aplicarse el Reglamento22 y que no podrá activar el régimen de condicionalidad 

hasta que el TJUE resuelva los recursos de Polonia y Hungría. 

 

Estos dos últimos puntos también han sido especialmente criticados porque, para 

algunos, se ven como un intento del Consejo de interferir en la actividad de la 

Comisión. Lo cierto es que, tal como se ha mencionado anteriormente, las 

conclusiones son un documento puramente político, por lo que la Comisión no 

estaba obligada a respetar su contenido. Aun así, se entiende que lo hizo por razones 

de buena fe política y por seguridad jurídica, ya que si hubiese activado el 

Reglamento y después la sentencia del TJUE hubiera sido desfavorable se hubiera 

provocado una gran crisis política y jurídica en el seno de la UE.  

 

El Reglamento fue aprobado finalmente el 16 de diciembre de 2020 y entró en vigor 

el 1 de enero de 2021. Hungría y Polonia presentaron sus recursos de anulación y 

el TJUE emitió su sentencia el 16 de febrero de 2022, confirmando la legalidad del 

Reglamento. Posteriormente, el 2 de marzo de 2022, la Comisión terminó las 

directrices. 

 

 

3.2 Principales aspectos 

 

El Reglamento 2020/2092 incorpora en su art. 2 la definición de EdD y en el art. 3, 

a propuesta del Parlamento, recoge aquellas situaciones que constituyen indicios de 

vulneración de los principios del EdD con el objetivo de dar mayor visibilidad a las 

funciones específicas del EdD que pueden repercutir negativamente en la buena 

gestión financiera. El art. 4 determina que se adoptarán medidas cuando la 

vulneración afecte o amenace con afectar gravemente “la buena gestión financiera 

del presupuesto de la Unión o la protección de los intereses financieros de la Unión 

de un modo suficientemente directo”. Los cambios en este artículo respecto a la 

 
22 Comisión Europea. (2022b). Comunicación de la Comisión. Orientaciones para la aplicación del 

Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 sobre un régimen general de condicionalidad para la 

protección del presupuesto de la Unión. C(2022) 1382 final. 
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propuesta de la Comisión fueron recomendados por Servicio Jurídico del Consejo. 

La enumeración de situaciones que pueden constituir una vulneración del art. 4.2 

sirve para reforzar este vínculo entre el EdD y la buena gestión financiera, que a su 

vez sirve de base a todo el Reglamento. También hay controversia en el apartado h) 

del artículo, donde se incluye una cláusula numerus apertus cuando hace referencia 

a “otras situaciones o actuaciones de las autoridades”. En las conclusiones del 

Consejo Europeo de diciembre de 2020 se indica que el art. 4.2 debe entenderse 

como una lista cerrada, contradiciendo esta cláusula. Sin embargo, las conclusiones 

no son vinculantes. 

 

En el art. 5 se mencionan las medidas que pueden adoptarse, que se diferencian en 

dos grupos según si la Comisión ejecuta el presupuesto de la Unión en régimen de 

gestión directa o indirecta y los destinatarios de los fondos son entidades públicas, 

o si lo hace en régimen de gestión compartida con los EE. MM. Además, los 

artículos 5.2, 5.4 y 5.5 establecen que las medidas de protección al presupuesto 

deberán ir acompañadas de otras actuaciones que mitiguen su impacto sobre los 

destinatarios finales y no exime a los Estados afectados de realizar los pagos a los 

beneficiarios finales, es decir a los ciudadanos afectados. 

 

El art. 6 regula el procedimiento que debe seguir la Comisión para proponer 

medidas al Consejo, y ha sido uno de los más discutidos durante las negociaciones 

por los dos colegisladores. La Comisión tiene la competencia para iniciar este 

mecanismo cuando considere que se cumplen las condiciones del art. 4, y deberá 

comunicarlo al Estado en cuestión a través de una notificación e informar también 

al Parlamento y al Consejo. Según el art. 6.3, durante el proceso previo de 

evaluación la Comisión tendrá en cuenta la información recogida de fuentes 

disponibles, incluyendo decisiones, conclusiones, y recomendaciones. Por tanto, tal 

como propuso el Parlamento, no se citan documentos específicos y la Comisión 

podrá solicitar información adicional tanto antes como después de la notificación 

(art. 6.4 Reglamento 2020/2092). 
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El art. 6.5 da un plazo mínimo de un mes al Estado afectado para aportar toda la 

información solicitada por la Comisión, presentar sus observaciones sobre las 

constataciones hechas en la notificación y proponer medidas correctoras. Entonces, 

de acuerdo con el art. 6.6 la Comisión deberá decidir si las medidas correctoras son 

suficientes o si presenta una propuesta de decisión sobre la adopción de medidas. 

Si continúa con el proceso, el art. 6.7 permite al Estado afectado realizar una 

segunda intervención presentando sus observaciones sobre la propuesta y su 

proporcionalidad. Si igualmente opta por seguir adelante, según el art. 6.9 la 

Comisión presentará al Consejo una propuesta de decisión de ejecución por la que 

se adopten las medidas en el plazo de un mes. El art. 6.10 establece por su parte que 

el Consejo tendrá el plazo de un mes, con la posibilidad de prorrogarse hasta los 

dos meses en casos excepcionales, para decidir sobre la adopción de las medidas 

por mayoría cualificada. Es decir, el 55% de los Estados miembros deberá votar a 

favor y los Estados miembros favorables a la propuesta deberán representar al 

menos el 65% de la población total de la UE23. Es uno de los casos excepcionales 

en los que la ejecución de un acto legislativo se atribuye al Consejo y no a la 

Comisión dada su transcendencia política (art. 291 TFUE).  

 

El art. 7 regula el levantamiento de las medidas cuando la situación haya sido 

resuelta y ya no exista un peligro para los intereses financieros de la Unión. La 

Comisión es la encargada de evaluar la situación y de presentar al Consejo una 

propuesta de levantamiento. Como novedad respecto a la propuesta inicial, de 

acuerdo con el art. 7.2 también se incluye la posibilidad de que el mismo Estado 

afectado solicite el levantamiento a la Comisión. A petición del Consejo, el texto 

final incorpora un “freno de emergencia”, si el Estado sancionado considera que se 

le han vulnerado gravemente sus derechos podrá solicitar al presidente del Consejo 

Europeo que se discuta el asunto en el siguiente Consejo Europeo y, en ese caso, no 

se podrá adoptar ninguna nueva decisión sobre las medidas hasta que el Consejo 

Europeo haya debatido (Vázquez Rodríguez, 2022). 

 

 
23 Consultar resumen gráfico del procedimiento a seguir por la Comisión para activar el régimen de 

condicionalidad en el anexo 2.  
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Finalmente, el art. 8 determina que la Comisión debe informar al Parlamento de las 

medidas propuestas, adoptadas o levantadas en base a los art. 5, 6 y 7. 

 

 

3.3 La Sentencia del TJUE sobre el Reglamento 2020/2092 

 

El régimen de condicionalidad solo se activó tras la sentencia del TJUE, pese a que 

como norma general los recursos presentados a este Tribunal no tienen efectos 

suspensivos (art. 278 TFUE). Posteriormente, Hungría y Polonia presentaron sus 

recursos de anulación en los asuntos C-156/21 y C-157/21. Entre ambos plantearon 

hasta veinte alegatos en contra del Reglamento y todos fueron desestimados por el 

Tribunal. Si bien los recursos tenían muchos puntos en común no eran exactamente 

idénticos.  

 

Hungría solicitó la anulación total del Reglamento por considerar que la base 

jurídica no era correcta, por vulneración de los artículos 7 TUE y del 269 TFUE y 

por violación del principio de seguridad jurídica, y como petición subsidiaria la 

anulación parcial de los artículos 4.1, 4.2.h), 5.2, 5.3 y 6 apartados 3 y 8. Por su 

parte, Polonia pidió la anulación del Reglamento en base a los mismos argumentos, 

pero también incluyó la vulneración del “Protocolo nº 2 sobre el principio de 

subsidiariedad, el principio de igualdad de trato entre Estados y el principio de 

proporcionalidad” (Vázquez Rodríguez, 2022: 138).  

 

De los recursos se desprendieron tres grandes controversias jurídicas que el 

Tribunal tuvo que resolver y que, además, también fueron las cuestiones centrales 

de los recursos de Polonia y Hungría: la primera, si la base legal elegida para el 

Reglamento era la correcta. La segunda, dilucidar si la propuesta de la Comisión 

era una desviación del art. 7 TUE y una forma de evitar su marco procedimental 

más exigente o si, por el contrario, era realmente un nuevo mecanismo basado en 

una condicionalidad presupuestaria genuina, y para ello fue necesario que el 

Tribunal determinara su verdadera naturaleza y objetivos. La última, si el 

Reglamento respeta el principio de seguridad jurídica. 
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3.3.1 La base jurídica del Reglamento 2020/2092 

 

El Reglamento tiene por base jurídica el art. 322.1.a) TFUE, que se encuentra dentro 

del título II “disposiciones financieras”, en el capítulo 5 “disposiciones comunes”:  

 
Artículo 322.1.a) 

 

El Parlamento Europeo y el Consejo adoptarán mediante reglamentos, con arreglo al 

procedimiento legislativo ordinario y tras consultar al Tribunal de Cuentas: a) las normas 

financieras por las que se determinarán, en particular, las modalidades de establecimiento y 

ejecución del presupuesto, así como las referentes a la rendición y censura de cuentas; 

 

Hungría y Polonia alegaron que este artículo solo puede servir de base jurídica para 

adoptar medidas legales vinculadas al presupuesto de la Unión o su Marco 

financiero plurianual y que hay disposiciones del Reglamento, como por ejemplo 

su art. 2.a), que no son de naturaleza financiera. Concretamente, para Hungría el 

hecho de que las normas de procedimiento del Reglamento se refieran al 

presupuesto no es suficiente para calificarlas de normas financieras. Por su parte, 

Polonia argumentó que, si bien la UE se fundamenta en los valores del art. 2 TUE, 

los Tratados no especifican su contenido ni dan al legislador europeo la facultad 

para definir su alcance. En respuesta, el Tribunal dictó que el art. 322.1 TFUE 

también incluye las normas que determinan obligaciones de control por parte de los 

EE. MM. y que el Reglamento es un instrumento que se aplica más allá del MFP 

porque tiene por objetivo proteger los intereses de los destinatarios finales de los 

fondos europeos. Asimismo, confirma la existencia de una identidad común entre 

los EE. MM. que es necesario preservar. Todos los Estados comparten los valores 

descritos en el art. 2 TUE, y por ello “esta organización [UE] no puede ser «atacada» 

por adoptar medidas que protejan la defensa de esa unidad” (Vázquez Rodríguez, 

2022: 140). También apela al principio de solidaridad (art. 2 TUE) cuando 

menciona que la aplicación del presupuesto debe basarse en el respeto mutuo entre 

las partes, lo que implica un uso responsable de los recursos comunes.   
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En palabras del propio Tribunal: “la buena gestión financiera y esos intereses 

financieros podrían quedar gravemente comprometidos por vulneraciones de los 

principios del Estado de Derecho cometidas en un Estado miembro, dado que esas 

vulneraciones pueden provocar, entre otras cosas, que no exista garantía de que el 

gasto cubierto por el presupuesto de la Unión satisfaga todas las condiciones de 

financiación establecidas en el Derecho de la Unión” (STJUE, asunto C-156/21: 

37). 

 

Por tanto, el mecanismo de condicionalidad, que supedita el acceso a financiación 

con fondos comunitarios al cumplimiento del EdD, está dentro de las competencias 

que los Tratados le atribuyen a la Unión para establecer normas financieras relativas 

a la ejecución de su presupuesto. Aquí el TJUE declara la existencia de una relación 

causal entre el respeto al EdD y la ejecución eficiente del presupuesto, y valida así 

el art. 322.1.a) como base para el Reglamento 2020/2092.  

 

 

3.3.2 Compatibilidad del Reglamento 2020/2092 con el procedimiento del 

art. 7 TUE 

 

Hungría y Polonia argumentaron que el art. 7 TUE es el único mecanismo 

disponible para sancionar incumplimientos del EdD. Sin embargo, el TJUE 

respondió que el art. 7 TUE no tiene carácter exhaustivo y que pueden existir otros 

mecanismos sancionadores, siempre y cuando sus características esenciales sean 

diferentes a las del art. 7 TUE. El legislador europeo puede por tanto establecer 

mecanismos adicionales para la defensa de los valores del art. 2 TUE, como hemos 

visto por ejemplo con el Marco para reforzar el Estado de derecho24, si estos no 

tienen como objetivo reemplazar los procedimientos contemplados en el derecho 

primario. 

 

 
24 Ver apartado 2.2.2. “Mecanismos creados por las instituciones: el Marco para reforzar el Estado 

de Derecho” para más información. 
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El Tribunal no solo valida pues el uso de este tipo de construcciones de 

condicionalidad-valores, sino que evoca el deber de defensa de dichos valores por 

parte de las instituciones. De este modo, el mecanismo de condicionalidad 

presupuestaria puede servir como modelo para inspirar mecanismos de protección, 

más allá del ámbito financiero, en cualquier otra política de la Unión (de Gregorio 

Merino, 2022).   

 

A partir de aquí, el TJUE hace un análisis comparativo de la naturaleza, los 

objetivos, los procedimientos y las condiciones de activación de los dos 

mecanismos y llega a la conclusión de que el Reglamento 2020/2092 no crea un 

procedimiento paralelo al art. 7 TUE para aludir dicha disposición. 

 

El art. 7 otorga competencia al Consejo para sancionar violaciones graves y 

persistentes de los valores comunes, en cambio, la finalidad del Reglamento 

2020/2092 es proteger el presupuesto de la Unión en caso de que la vulneración de 

los principios del EdD en un EE. MM. afecte o amenace con afectar gravemente y 

de un modo suficientemente directo la buena ejecución del presupuesto o los 

intereses financieros de la Unión. Por tanto, si estos supuestos dejan de verse 

afectados, se deberán levantar las medidas adoptadas. El art. 7 TUE cubre todos los 

valores, mientras que el Reglamento solo el EdD. El Tribunal también subraya que 

el mecanismo no sanciona cualquier vulneración, sino que la Comisión debe 

demostrar que tal vulneración ha afectado, o puede afectar, al presupuesto de la 

Unión. Tampoco es un mecanismo sancionatorio o punitivo, a diferencia del art. 7 

TUE, porque el art. 7 del Reglamento 2020/2092 permite la revisión y revocación 

de las medidas cuando el daño infringido cese parcial o totalmente (de Gregorio 

Merino, 2022). 

 

 

3.3.3 El respeto al principio de seguridad jurídica y la naturaleza del art. 2 

 

El último bloque de alegaciones hechas por Hungría y Polonia considera que el 

Reglamento no respeta los principios de seguridad jurídica y claridad legislativa, 
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porque existen incertidumbres conceptuales que podrían poner en peligro los 

valores del art. 2 TUE y podrían suponer una aplicación no uniforme. Según estos 

dos países, la definición dada por el art. 2 del Reglamento 2020/2092 sobre el EdD 

es demasiado abstracta y está hecha desde una perspectiva política, sin mencionar 

criterios jurídicos. Además, detallan otras disposiciones que tampoco cumplen con 

el requisito de seguridad jurídica: principalmente los art. 2.a), art. 3 y art. 4.2, 

porque no se garantiza que puedan adoptarse medidas en otras situaciones que no 

guarden relación con la buena gestión financiera, el art. 3.b), porque plantea una 

conexión remota con el concepto de EdD, los art. 3 y 4.2, porque contienen 

expresiones demasiado imprecisas, y especialmente el art. 4.2.h), porque establece 

una cláusula abierta a las situaciones que pueden constituir una vulneración de los 

principios del EdD, entre otras. 

 

Según la jurisprudencia del Tribunal, el principio de seguridad jurídica “exige que 

las normas de Derecho sean claras, precisas y de efectos previsibles, a fin de que 

los interesados puedan orientarse en situaciones y relaciones jurídicas reguladas por 

el ordenamiento jurídico de la Unión” (STJUE, 2023: 49). Exige pues que una 

norma permita conocer a los interesados con exactitud el alcance de sus 

obligaciones y sus consecuencias en caso de incumplimiento. En base a este criterio, 

el TJUE examina cada una de las alegaciones hechas y las va desestimando. En 

general, considera que el Reglamento permite a los EE. MM. tener un nivel de 

conocimiento suficiente de sus obligaciones y asimismo determinar con precisión 

el contenido esencial del art. 2 y sus requisitos.  

 

En este punto el Tribunal se refiere a la naturaleza del art. 2 TUE y hace la 

aportación constitucional más relevante de toda la sentencia: el art. 2 no constituye 

un simple listado de aspiraciones políticas, sino que recoge los valores que 

configuran la identidad de la Unión como ordenamiento jurídico y que se concretan 

en obligaciones vinculantes para los EE. MM. Así, determina que estos valores no 

son simples orientaciones, sino que tienen pleno valor normativo, son obligatorios 

para los EE. MM. y deben ser tenidos en cuenta por el legislador europeo cuando 

éste ejerce sus competencias en cualquier materia. “Estos valores no son parte 
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intangible de la identidad constitucional nacional, sino núcleo de la identidad 

constitucional europea” (de Gregorio Merino, 2022: 23). Como tal, la UE es la 

encargada de definir su alcance y su contenido, y a la vez de su control y defensa 

en todos sus ámbitos de actuación. Por eso, la UE está capacitada para crear 

mecanismos de protección, más allá de los ya constituidos en los tratados.  

 

El Tribunal también afirma que los valores del art. 2 TUE constituyen una 

obligación de resultado para los EE. MM. que, si bien tienen cierta libertad para 

determinar su organización interna para asegurar su cumplimiento, todos están 

sujetos a un mismo nivel de respeto y eficacia. Además, esta obligación está 

sometida al principio de no regresión, es una condición que los estados deben 

cumplir para adherirse a la Unión, según el art. 49 TUE, y una exigencia que deben 

respetar durante toda su membresía (de Gregorio Merino, 2022).  

 

Además, el TJUE afirma que estos principios emanan de los valores comunes 

reconocidos y aplicados igualmente por todos los EE. MM. en sus propios 

ordenamientos y derivan de un concepto de EdD que los Estados comparten, al cual 

se adhieren voluntariamente y que ha sido ampliamente desarrollado en la 

jurisprudencia del Tribunal (Kölling, 2022). 

 

 

3.3.4 Otras cuestiones: la identidad nacional de los Estados, el art. 4.2 del 

Reglamento 2020/2092 numerus apertus y el principio de proporcionalidad.  

 

El TJUE también rechaza el argumento de Polonia y Hungría cuando pretenden 

acogerse al art. 4.2 TUE, sobre la identidad nacional de los EE. MM., para otorgarse 

un margen de discrecionalidad en la aplicación de los principios del EdD. Es decir, 

ambos Estados defienden la idea de que los principios que componen el EdD 

pueden aplicarse e identificarse de formas diferentes en los EE. MM. de acuerdo 

con la identidad nacional de cada Estado. El TJUE responde que si bien el art. 4.2 

TUE respeta las diferentes identidades nacionales dentro de la Unión, eso no 

implica que los resultados en la aplicación de los principios del EdD puedan ser 
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distintos de un Estado a otro. Además, vincula la respuesta a esta pretensión a la 

contestación que ya ha hecho sobre la naturaleza de los valores del art. 2 TUE y a 

las obligaciones de resultado que derivan de este artículo para los Estados.  

 

Asimismo, el TJUE contradice las conclusiones del Consejo Europeo de diciembre 

de 2020 respecto al art. 4.2.h) cuando menciona que la expresión “de un modo 

suficientemente directo” ya exige un vínculo genuino o real entre los principios del 

EdD y las amenazas al presupuesto, descartando las situaciones inciertas. Por tanto, 

establece que la lista del art. 4.2.h) no tiene carácter exhaustivo y acepta la 

aplicación del Reglamento en base a situaciones y actuaciones de las autoridades 

no enumeradas en él. Por último, precisa que el concepto de amenaza se detalla en 

las normas financieras de la Unión.  

 

Finalmente, Polonia, apoyada por Hungría, declaró que también se vulneraba el 

principio de proporcionalidad porque ya existían otros mecanismos de derecho 

destinados a proteger el presupuesto. Ante esta afirmación, el TJUE, en base a su 

reiterada jurisprudencia determinó que el principio de proporcionalidad exige que 

las actuaciones de las instituciones sean idóneas, adecuadas y necesarias para 

alcanzar los objetivos perseguidos, y cuando haya la posibilidad de elegir entre 

varias medidas, deberá recurrirse a la menos onerosa. El TJUE considera que la 

legislación existente para proteger los intereses financieros de la Unión no aborda 

adecuadamente las violaciones del EdD, ni que los colegisladores se hubieran 

excedido al adoptar el Reglamento (Vázquez Rodríguez, 2022). 
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4. Aplicación del Reglamento al caso de Hungría 

 

4.1 Antecedentes 

 

Cuando hablamos de un retroceso en el EdD nos referimos al “proceso a través del 

cual las autoridades públicas electas implementan deliberadamente planes 

gubernamentales con el objetivo de debilitar, aniquilar o capturar sistemáticamente 

los medios internos de control del poder en un país para desmantelar el Estado 

democrático liberal y afianzar el gobierno del partido dominante a largo plazo” 

(Pech y Scheppele, 2017: 10). Generalmente como consecuencia de este proceso se 

termina estableciendo una autocracia electoral que, con el tiempo y de forma 

progresiva, puede terminar solidificando un Estado con un partido único (Pech y 

Bárd, 2022). 

 

La tendencia autocrática en Hungría empezó aproximadamente en 2010 tras la 

victoria de Viktor Orbán en las elecciones generales, en las que consiguió una 

mayoría de dos tercios en la Asamblea Nacional. Desde entonces, el gobierno ha 

realizado una serie de reformas constitucionales en un periodo relativamente corto 

de tiempo para debilitar las medidas de control existentes sobre el ejecutivo, 

reduciendo así la calidad del EdD en el país. Tras su victoria el ejecutivo creó un 

comité ad hoc para reformar la Constitución, formado por una mayoría de 

delegados del gobierno. Además, se modificó la ley para que las enmiendas 

propuestas por otras fuerzas políticas sobre esta reforma necesitaran al menos la 

mitad de los apoyos de como mínimo un grupo parlamentario para poder ser 

debatidas, perjudicando gravemente los derechos de las minorías durante el proceso 

(Lanotte, 2022).  

 

Los principales objetivos de esta reforman eran “desplazar el foco político a favor 

del presidente de la República y del Ejecutivo, devaluar el proceso legislativo, 

reducir los poderes de las minorías y reducir el poder del Tribunal Constitucional, 

haciendo menos efectiva la protección de los derechos fundamentales” (Lanotte, 

2022: 1). La nueva constitución entró en vigor en 2011. 
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Posteriormente, durante esta legislatura y las siguientes, el gobierno aprovechó su 

amplia mayoría para seguir adoptando y reformando políticas y leyes, en muchas 

ocasiones haciendo cambios contrarios a los valores del art. 2 TUE. Las reformas 

más preocupantes fueron las que afectan a las llamadas leyes cardinales, que 

requieren mayoría de dos tercios en la cámara (Báko, 2023). Por ejemplo, la ley 

electoral, leyes que afectan a la estructura del Estado, la ley del presupuesto 

nacional, leyes fiscales y leyes que afectan a derechos fundamentales, entre otras. 

 

En 2014, tras ganar por segunda vez las elecciones generales, Orbán utilizó el 

término democracia iliberal para definir el sistema político húngaro. Actualmente 

Hungría no es una completa autocracia, pero tampoco una democracia consolidada, 

según Freedom House (2022). No es una autocracia porque pese a los intentos del 

gobierno para concentrar el poder y su uso generalizado de la propaganda, la 

oposición y los medios independientes no están restringidos y actúan con libertad. 

Su trabajo es más difícil, pero operan legalmente y no son perseguidos. Las 

elecciones son libres y se respetan los resultados de las urnas. Aun así, las reformas 

realizadas por el gobierno de Orbán preocupan a las autoridades europeas. Es la 

primera vez en la historia que, en este índice, un Estado de la Unión abandona el 

rango de democracia y es calificado como un régimen híbrido25. Asimismo, una 

resolución del Parlamento de septiembre de 2022 concuerda con los resultados del 

informe y determina que Hungría se ha convertido en un régimen híbrido de una 

autocracia electoral26. En síntesis, el país está viviendo un retroceso democrático 

que, si bien todavía no ha afectado al conjunto del sistema, ciertamente está 

causando estragos en su funcionamiento y está extendiendo la influencia del 

gobierno sobre las demás ramas del Estado (mayormente el poder judicial). En abril 

 
25 Freedom House publica cada año un informe analizando la calidad democrática de todos los 

Estados del mundo y, en función de los resultados, los califica en (de mayor a menor calidad 

democrática): democracia consolidada, democracia semi-consolidada, régimen híbrido, régimen 

autoritario semi-consolidado y régimen autoritario consolidado.  
26 Parlamento Europeo (2022b). Resolución sobre la propuesta de Decisión del Consejo relativa a la 

constatación, de conformidad con el artículo 7, apartado 1, del Tratado de la Unión Europea, de la 

existencia de un riesgo claro de violación grave por parte de Hungría de los valores en los que se 

fundamenta la Unión. P9_TA (2022) 0324.  
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de 2022, tras doce años concentrando el poder, Orbán volvió a ganar las elecciones 

generales por cuarta vez consecutiva, manteniendo la mayoría de dos tercios y, 

además consiguió un número récord de votantes, lo que nos permite especular que 

los ciudadanos no tienen como prioridad la situación del EdD en su país (Báko, 

2023).  

 

Tras las reformas legislativas realizadas durante estos últimos años, los informes 

anuales sobre la situación del EdD en Hungría de los años 2020 a 202227 muestran, 

a grandes rasgos, un preocupante declive en la independencia judicial, una 

reducción de la transparencia y la calidad del proceso legislativo, la falta de 

persecución de la corrupción, así como una disminución en la independencia y 

libertad de los medios de comunicación. 

 

En particular, preocupa la actual estructura del poder judicial. El Consejo Nacional 

del Poder Judicial (CNPJ) tiene dificultades para supervisar de forma efectiva al 

presidente de la Oficina Nacional del Poder Judicial (ONPJ), nombrado por el 

parlamento. La ONPJ está a cargo de la gestión de los órganos jurisdiccionales y 

tiene influencia en el proceso de nombramiento de los jueces. Se han introducido 

nuevas normas especiales para acceder al Tribunal Supremo de Hungría (TSH) o 

Kúria. Tradicionalmente, los jueces son elegidos por el CNPJ y el presidente del 

TSH, pero tras la reforma se permite que, al terminar su mandato, los jueces del 

Tribunal Constitucional (elegidos por el parlamento) puedan solicitar ser 

nombrados para el Kúria sin pasar por el procedimiento habitual de selección de 

candidaturas. En 2020 también preocupaba la decisión del TSH de declarar ilícita 

una petición de decisión prejudicial presentada al TJUE, decisión que 

posteriormente el TJUE consideró contraria al derecho europeo. Aun así, según el 

Informe sobre el Estado de Derecho en 2020, en términos generales el sistema 

judicial húngaro funciona bien en cuanto a la duración de los procesos, está 

ampliamente digitalizado, y continúa el incremento gradual del salario de jueces y 

fiscales. 

 
27 Para más información sobre el Mecanismo europeo del Estado de derecho y los informes anuales 

consultar el apartado 2.2.2.2. 
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Los informes también remarcan la falta de independencia del Ministerio Fiscal, en 

especial en lo que se refiere a la investigación y persecución de delitos de 

corrupción por altos cargos o miembros del ejecutivo y deficiencias en lobbying, 

puertas giratorias y financiamiento de campañas de partidos políticos. Las medidas 

en el marco del plan contra la corrupción 2020-2022 fueron postpuestas y, a día de 

hoy, todavía no se ha anunciado ninguna nueva estrategia. 

 

A nivel de derechos fundamentales preocupa la afectación que ciertas reformas 

legislativas están teniendo sobre la sociedad civil, en particular sobre la comunidad 

LGTBIQ, que son los más afectados después de que en 2021 se lanzó una campaña 

de reformas anti-LGTBIQ28.  

 

Anteriormente, también se abrió en 2015 un nuevo frente en Polonia. La situación 

de crisis en ambos países propició la activación de algunos de los instrumentos de 

protección y sanción del EdD a disposición de las instituciones (Escuder Mérida, 

2016). Como ya hemos visto, más allá de los mecanismos de prevención y 

seguimiento periódicos, en Hungría destaca el intento de aplicación del art. 7.1 TUE 

en 2018, que resultó un fracaso, y el uso repetido del procedimiento de infracción 

de los artículos 258 a 260. 

 

 

4.2 Aplicación del Reglamento 

 

En abril de 2022 la Comisión activó por primera vez, y solamente a Hungría, el 

Reglamento 2020/2092 que contiene el nuevo régimen de condicionalidad para 

proteger el presupuesto europeo. Aunque no hay forma de confirmarlo, es probable 

que la Comisión haya optado por no activar el mecanismo a Polonia porque el 

estado ha acogido a millones de refugiados ucranianos (Borger, 2022) y es un 

 
28 La comunidad LGTBIQ ha sido el blanco de campañas de desprestigio por el gobierno de Hungría. 

Además, a lo largo del 2021 se aprobaron una serie de reformas y nuevas leyes, muchas de ellas en 

el ámbito de la infancia, la educación y la familia que restringen los derechos y las libertades de este 

colectivo. 
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territorio esencial en la estrategia de la Organización del Tratado del Atlántico Norte 

(OTAN) para la guerra entre Ucrania y Rusia (Maurice, 2022).  

 

Antes de analizar la aplicación de este mecanismo, conviene hacer una breve 

explicación sobre cómo funcionan el presupuesto europeo y el fondo NGEU. La 

Unión Europea hace una provisión de fondos a largo plazo, cada seis años, en los 

Marcos financieros plurianuales. Actualmente se encuentra vigente el MFP 2021-

2027 con una provisión de 1.074.300 millones €. También aprueba presupuestos 

anuales que definen cómo se van a gestionar los fondos previstos para cada año 

dentro del MFP. La Comisión realiza una propuesta de MFP, que traslada al Consejo 

para conseguir un acuerdo entre todos los EE. MM. A continuación, el Parlamento 

debe dar su consentimiento y, finalmente, el Consejo vota su aprobación por 

unanimidad. El presupuesto europeo se financia mayormente con recursos propios, 

el excedente de ingresos que queda tras el ejercicio anterior y otras fuentes varias. 

El MFP 2021-2027 se desglosa en programas y políticas impulsadas por la UE, 

como por ejemplo la Política de Cohesión, la Política Agrícola Común, el Programa 

Espacial Europeo, el Programa ERASMUS+, etc…29 

 

Aparte, dado el gran impacto que la pandemia de la Covid-19 ha tenido sobre los 

ciudadanos y las empresas, hubo un esfuerzo extraordinario de las instituciones y 

los EE. MM. para crear el fondo NGEU. Es un fondo económico de ayudas lanzado 

en la primavera de 2021 que adopta la forma de préstamos y subvenciones con el 

objetivo de ayudar a los Estados a relanzar y modernizar sus economías. Tiene una 

provisión de fondos de 750.000 millones € y se divide en siete grandes programas, 

como el Fondo React-EU, el Fondo de Transición Justa, o el Fondo Europeo 

Agrícola de Desarrollo Rural, entre otros. 

 

Dentro de los Fondos NGEU el programa más cuantioso es el Mecanismo de 

Recuperación y Resiliencia (MRR), que cuenta con una dotación económica de 

672.500 millones €. El MRR incorpora su propio mecanismo de condicionalidad 

 
29 Para más información sobre los programas que se financian con el MFP 2021-2027 y el NGEU 

consultar el anexo 3. 
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independiente del Reglamento 2020/2092 y no vinculado expresamente al EdD. 

Cada EE. MM. elabora un plan nacional, validado por la Comisión y el Consejo, 

con unos hitos y objetivos que deberá cumplir. El pago de las subvenciones y los 

préstamos se condicionan a la consecución de los objetivos acordados. Por lo tanto, 

para beneficiarse de los fondos de este plan los EE. MM. tienen que cumplir con lo 

que se han comprometido. Funciona a la inversa del régimen de condicionalidad: 

en el Reglamento 2020/2092 el no respeto al EdD implica la suspensión de los 

fondos, por tanto, se puede asemejar a un castigo, mientras que en el MFP se 

recompensa la consecución de ciertos objetivos con el pago de las cantidades 

asignadas. En el caso de Hungría, el Consejo ya ha aprobado el plan nacional 

presentado por las autoridades del país en el marco del MRR, en el que se incluyen 

veintisiete súper milestones, que son algo así como súper objetivos, relacionados 

con la justicia, la transparencia en la contratación pública y la lucha contra el fraude, 

la corrupción y los conflictos de intereses. Estas deficiencias fueron identificadas 

durante la aplicación del régimen de condicionalidad —que se explicará a 

continuación—, y las recomendaciones hechas parten de las conclusiones extraídas 

en el Semestre Europeo (Maurice, 2022). 

 

Polonia también ha recibido un trato más favorecedor con respecto a los objetivos 

que debe cumplir para acceder a los fondos del MRR. El 1 de junio de 2022 se 

aprobó el plan nacional polaco y tanto académicos, expertos legales como incluso 

algunos comisarios europeos han criticado las milestones acordadas por ser 

demasiado imprecisas e insuficientes (Borger, 2022).  

 

En total, sumando el MFP 2021-2027 y el NGEU, el presupuesto de la Unión 

asciende a 1.824.300 millones €, cifra que denota la importancia de protegerlo y 

garantizar que el dinero se destina a aquellos fines para los que está previsto, 

especialmente ahora que la UE ha decidido endeudarse de forma conjunta. El 

Reglamento 2020/2092 se aplica a cualquier desembolso monetario realizado por 

la UE, es decir tanto en el MFP como el NGEU.  
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La Comisión envió una solicitud de información a Hungría el 24 de noviembre de 

2021 según el art. 6.4 del Reglamento 2020/2092, al que las autoridades húngaras 

respondieron el 27 de enero de 2022. 

 

Tras las elecciones generales celebradas en Hungría el 3 de abril de 2022, la 

Comisión activó oficialmente el régimen de condicionalidad el día 27 de ese mismo 

mes, enviando una notificación formal (art. 6.1) y dando así inicio a la fase de 

evaluación. Durante este periodo, que finalizó a mediados de septiembre de 2022, 

la Comisión evaluó la situación e intercambió información y cartas con el Estado 

afectado.  

 

El 19 de julio, tras haber hecho varios intercambios con la Comisión, Hungría se 

comprometió a aplicar diecisiete medidas correctoras, que ella misma había 

propuesto, para abordar las carencias descritas en la primera notificación. Entre 

agosto y setiembre continuaron las comunicaciones y Hungría realizó aclaraciones 

e incluyó compromisos adicionales. Las medidas correctivas propuestas fueron: 

 
a) “Reforzar la prevención, detección y corrección de ilegalidades e irregularidades 

relacionadas con la ejecución de los fondos de la Unión a través de una Autoridad de 

Integridad recientemente establecida; 

b) Crear un grupo de Trabajo Anticorrupción; 

c) Fortalecer el Marco Anticorrupción; 

d) Garantizar la transparencia en el uso del apoyo de la Unión por parte de las fundaciones de 

gestión de activos de interés público; 

e) La introducción de un procedimiento específico en el caso de delitos especiales 

relacionados con el ejercicio de la autoridad pública o la administración de bienes públicos; 

f) Reforzar los mecanismos de auditoría y control para garantizar el buen uso de las ayudas 

de la UE; 

g) Reducir la proporción de procedimientos de licitación con ofertas únicas financiadas con 

fondos de la Unión; 

h) Reducir la proporción de procedimientos de licitación con ofertas únicas financiadas con 

cargo al presupuesto nacional; 

i) Desarrollo de una herramienta de informes de ofertas únicas para monitorear e informar 

sobre adquisiciones públicas ya cerradas con ofertas únicas; 

j) Desarrollo del Sistema Electrónico de Contratación Pública para aumentar la transparencia; 
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k) Desarrollo de un marco de medición del desempeño que evalúe la eficiencia y rentabilidad 

de las adquisiciones públicas; 

l) Adopción de un plan de acción para aumentar el nivel de competencia en la contratación 

pública; 

m) Entrenamiento para las micro, pequeñas y medianas empresas sobre prácticas de 

contratación pública; 

n) Establecer un esquema de apoyo para compensar los costos asociados con la participación 

en la contratación pública de las micro, pequeñas y medianas empresas; 

o) Aplicación de ARACHNE, la herramienta de calificación de riesgos de la Comisión; 

p) Reforzar la cooperación con la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF);  

q) Adopción de un acto legislativo que garantice una mayor transparencia del gasto público” 

(Comisión Europea, 2022d: 48-49). 

 

Hungría se comprometió a aplicar todas estas medidas, hacerlas cumplir y 

mantenerlas indefinidamente, y a mantener también la legislación vinculada a ellas. 

Aun así, el 18 de septiembre, en base a lo observado y considerando que se 

cumplían las condiciones para la aplicación del Reglamento, la Comisión presentó 

al Consejo una propuesta para suspender el 65% de los fondos de tres programas 

del fondo de Política de Cohesión (en el MFP 2021-2027), el equivalente a 7.500 

millones € 30 , porque consideró que los problemas con el EdD persistían. 

Concretamente, se refirió a la repetida violación por parte de las autoridades 

húngaras de los principios de seguridad jurídica y de la prohibición de arbitrariedad 

por parte del poder ejecutivo. 

 

Los programas afectados por la propuesta fueron el Programa Operativo Ambiental 

y de Eficiencia Energética Plus, el Programa Operativo de Transporte Integrado 

Plus y el Programa Operativo de Desarrollo Territorial y de Asentamientos Plus. Se 

decidió congelar los fondos de estos programas concretos, en gran parte, porque las 

medidas de la Política de Cohesión se implementan principalmente a través de la 

contratación pública, que es uno de los ámbitos donde se han detectado mayores 

deficiencias. También se describió la necesidad de proteger aquellas partidas de 

 
30 Comisión Europea (2022d). Propuesta de decisión de ejecución del Consejo sobre medidas para 

la protección del presupuesto de la Unión contra la vulneración de los principios del Estado de 

Derecho en Hungría. COM (2022) 485 final. 
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programas de la Unión ejecutados en régimen de gestión directa e indirecta, por 

fideicomisos de interés público, o aquellos donde estos mismos fideicomisos sean 

beneficiarios. 

 

Asimismo, en la propuesta hace referencia como causas para la suspensión las 

irregularidades sistémicas, deficiencias y debilidades en la contratación pública 

húngara, la falta de detección, prevención y corrección de conflictos de interés, así 

como preocupaciones con respecto a los fideicomisos de interés público, 

deficiencias en la investigación y persecución de delitos de corrupción, la falta de 

un marco anticorrupción, etc… Además, se argumenta en un análisis muy extenso 

la afectación que estas deficiencias pueden tener en la correcta gestión de los fondos 

europeos.  

 

La Comisión valoró positivamente las medidas correctoras propuestas por Hungría 

y su buena predisposición a colaborar, aunque consideró que seguían siendo 

insuficientes y que debía esperar a su implementación para poder valorar sus efectos 

de forma adecuada, antes de plantearse retirar la propuesta de suspensión. En este 

sentido, la Comisión incluyó en los anexos de la propuesta una tabla con las fechas 

límite que tenía Hungría para implementar cada una de las medidas, así como una 

guía sobre cómo hacerlo paso a paso y qué punto de desarrollo requerían las 

políticas para paliar las preocupaciones de la Unión con respecto al presupuesto31. 

Además, algunas de estas medidas correctoras también formaban parte de las súper 

milestones que Hungría debe cumplir en el marco del MRR, dentro del fondo 

NGEU. 

 

De las diecisiete medidas, trece tenían como fecha límite para su implementación 

el 19 de noviembre de 2022, las cuatro restantes: h), l), m) y n) se consideró que 

requerían un plazo mayor. Hungría también se comprometió a informar a la 

Comisión cada tres meses sobre la evolución de la implementación de las medidas 

y de los compromisos adicionales, hasta el 31 de diciembre de 2028. 

 
31 Para un análisis más detallado sobre el calendario que Hungría debía cumplir al implementar las 

medidas correctoras consultar el anexo 4. 
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El 13 de octubre de 2022 el Consejo, a petición de Hungría, permitió prorrogar dos 

meses el plazo para adoptar la decisión de ejecución de acuerdo con el art. 6.10, al 

considerar que existían circunstancias excepcionales en vista a la enorme cantidad 

de medidas que debían evaluar y su complejidad técnica. 

 

Tras la fecha límite del 19 de noviembre, la Comisión evaluó el progreso que había 

hecho el país y concluyó que solamente se habían implementado parte de las 

medidas acordadas, y que estas eran insuficientes32. Por tanto, el 30 de noviembre 

emitió una comunicación confirmando su recomendación de aplicar el Reglamento 

2020/2092 y proceder con la suspensión de los fondos mencionados en su propuesta 

inicial.  

 

El 9 de diciembre la Comisión se reafirmó en su recomendación reconociendo de 

nuevo que, aunque las autoridades húngaras habían cooperado durante todo el 

proceso y habían aplicado medidas correctoras, algunas incluso de forma 

satisfactoria, estas seguían sin ser significativas para garantizar la protección el 

presupuesto europeo. Así pues, el 15 de diciembre de 2022 el Consejo aprobó su 

decisión de suspender los fondos de los programas propuestos a Hungría33, pero 

con una reducción del 65% al 55%, el equivalente a 6.300 millones €, al considerar 

que gracias a las reformas iniciadas había habido una disminución del riesgo para 

el presupuesto europeo (EU Law live, 2022). 

 

Las medidas aprobadas en esta decisión son temporales. El Consejo las puede 

levantar a propuesta de la Comisión, y Hungría puede recuperar los fondos si la 

situación se solventa por completo en el plazo máximo de dos años, manteniendo 

igualmente la obligación de implementar los programas afectados (art. 7.3). 

 
32 Para más información sobre el grado de implementación de las medidas correctoras a fecha 17 de 

noviembre consultar el anexo 5. 
33 Comisión Europea. (2022a). Anexo de la Exposición de Motivos de la Propuesta de la Comisión 

para una Decisión de ejecución del Consejo sobre medidas para la protección del presupuesto de la 

Unión contra la vulneración de los principios del Estado de Derecho en Hungría. COM (2022) 485 

final. 
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En síntesis, el Consejo consideró que el inadecuado funcionamiento de las 

autoridades públicas húngaras, que a su vez son las encargadas de decidir sobre la 

adjudicación de contratos financiados por la Unión, supone un riesgo para el 

presupuesto europeo. Además, los sistemas públicos de control de la actividad de 

estas autoridades tampoco operan regularmente, elevando todavía más el riesgo. 

 

Desde la suspensión, Hungría está obligada a informar a la Comisión cada tres 

meses de los progresos hechos en la implementación de las diecisiete medidas 

correctivas (EU Law live, 2022). La primera comunicación se realizó el 16 de 

marzo de 2023 y la próxima será el 17 de junio de 2023. En un futuro, según el 

progreso y los efectos que tengan estas medidas, la Comisión puede plantearse si 

presenta una propuesta para desbloquear la congelación de fondos de acuerdo con 

el art. 7. 

 

En total se han bloqueado a Hungría 12.100 millones €. A través del Reglamento 

2020/2092, se ha suspendido el pago de 6.300 millones € pertenecientes al fondo 

de Cohesión y programas ejecutados en régimen de gestión directa e indirecta que 

tengan como beneficiarios o que sean efectuados por fideicomisos de interés 

público (por ejemplo, el Programa ERASMUS+ o el Programa Horizon Europe) 

del MFP 2021-2027 y 5.800 millones € pertenecientes al MRR del NGEU, cuyo 

pago está condicionado a la implementación de los objetivos recogidos en las 27 

milestones negociadas con la Comisión.  

 

Actualmente, la Comisión y Hungría se encuentran negociando un plan para 

descongelar los fondos del MRR. El gobierno húngaro confiaba en poder recibir los 

pagos a finales de marzo, plazo que no se ha cumplido, aun así, sus representantes 

aseguran que las negociaciones están llegando a su fase final y esperan un acuerdo 

pronto, seguramente entorno al tercer cuatrimestre (Valero, 2023). En cambio, las 

autoridades europeas aseguran que todavía siguen negociando y piden cautela y 

tiempo para poder analizar las propuestas hechas por Hungría y su implementación. 

Paralelamente, otro equipo de negociadores también discute la implementación de 

las medidas correctoras acordadas en el marco del régimen de condicionalidad. El 
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levantamiento de la suspensión de los pagos de ambos mecanismos dependerá en 

gran parte de las reformas legislativas que realice Hungría en los próximos meses 

y su eficacia para cumplir con los hitos acordados. Cabe estar atentos a ambos 

mecanismos, pues el cumplimiento de las milestones no sólo podría suponer el 

desbloqueo de los fondos del MRR, sino también el levantamiento de la suspensión 

de fondos en el marco del régimen de condicionalidad, ya que varios de los 

objetivos acordados son comunes para ambos mecanismos (Moran, 2022).  

 

 

4.3 Eficacia del Reglamento en el caso de Hungría 

 

Valorar la eficacia del régimen de condicionalidad y sus posibles implicaciones, 

tanto a nivel general, como en el caso concreto de Hungría, es complejo porque 

todavía no disponemos de datos ni de la suficiente perspectiva histórica para sacar 

conclusiones definitivas. No obstante, no hay duda de que la aprobación del 

régimen ha supuesto un antes y un después en la lucha contra los retrocesos 

democráticos y los incumplimientos del EdD en los EE. MM. de la Unión. Sin ir 

más lejos, es la primera vez desde que empezó el desafío de Hungría que este país 

ha aceptado, de forma voluntaria, implementar las recomendaciones de la Comisión 

para revertir la deriva autocrática, pero todavía queda mucho para saber si esas 

reformas serán efectivas o son simples parches para evitar las sanciones, en un 

momento de grandes dificultades económicas.  

 

En primer lugar, la eficacia del régimen de condicionalidad depende de la situación 

económica del Estado sancionado y de su necesidad de fondos de la Unión. En este 

caso, Polonia y Hungría son beneficiarios netos, concretamente Polonia fue el 

beneficiario neto más importante en el período financiero anterior (2014-2020) y lo 

sigue siendo en el período actual (2021-2027), y Hungría es el mayor beneficiario 

per cápita (Kölling, 2022). Es decir, ambos tienen una gran dependencia de los 

fondos europeos y, por ello, la suspensión les afecta más que a otros Estados que 

son contribuyentes netos y utilizan los fondos europeos mayormente para financiar 
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proyectos de investigación o de innovación (Díaz Crego, Mańko y Van Ballegooij, 

2020).  

 

Además, Hungría está pasando por una complicada situación económica, que 

empeora cada día drásticamente. A los efectos de la pandemia se les suman las 

consecuencias de la guerra entre Ucrania y Rusia, la alta inflación y el incremento 

de precios, la subida de los tipos de interés y una creciente deuda pública. En estos 

momentos los fondos europeos son esenciales para mantener la estabilidad 

económica de Hungría, pero también para mantener la estabilidad de la estructura 

de poder. Los oligarcas húngaros, afines al partido y al gobierno, hacen negocio 

ganando licitaciones públicas para realizar proyectos financiados por la UE. Sin el 

dinero no habrá proyectos, ni contratos públicos que adjudicar (Martin de Matos, 

2023). La eficacia también va a depender de si el Estado sancionado tiene fuentes 

alternativas de financiación y de la situación económica global.  

 

En segundo lugar, la aplicación del Reglamento en futuros casos dependerá de la 

capacidad de la Comisión para demostrar la existencia del vínculo entre los 

incumplimientos del EdD y el perjuicio para el presupuesto europeo. Mucho se ha 

hablado de este tema, de hecho fue uno de los apartados más decisivos de la 

sentencia. Sin embargo, los críticos cuestionan que la Comisión sea verdaderamente 

capaz de demostrar ese vínculo en casos donde el perjuicio económico no sea tan 

obvio. Parte del problema en Hungría es precisamente la corrupción en la 

adjudicación de contratos públicos para realizar proyectos europeos, y ahí la 

conexión es innegable, pero no siempre va a ser tan sencillo. Preocupa 

especialmente que la Unión no pueda actuar, por ejemplo, si se impulsan políticas 

discriminatorias contra minorías étnicas o el colectivo LGTBIQ. Aun así, estos 

argumentos solo son válidos si la UE no utiliza el resto de las herramientas que 

posee para proteger el EdD (Martin de Matos, 2023). Las sentencias del TJUE ya 

dan a entender que la herramienta está diseñada para ser activada cuando se den los 

requisitos en cualquiera de los veintisiete EE. MM. y que es compatible con los 

demás instrumentos jurídicos y políticos preexistentes.  
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Como ventaja cabe mencionar que la aplicación del régimen de condicionalidad a 

Hungría también ha actuado a modo de prevención, porque manda un mensaje de 

alerta a los gobiernos que en el futuro busquen debilitar el EdD para su beneficio. 

La UE seguirá vigilando y ahora tiene herramientas poderosas para actuar frente a 

cualquier irregularidad, a partir de un recurso fundamental para muchos Estados: el 

dinero (Martin de Matos, 2023). 

 

El argumento anterior nos lleva al siguiente punto: el régimen de condicionalidad 

es otra herramienta disponible para combatir los incumplimientos del EdD, pero no 

la única. Su eficiencia dependerá en gran medida de la capacidad de las instituciones 

para combinarlo con otros mecanismos. Para que el mecanismo sea verdaderamente 

eficiente tiene que utilizarse de forma integrada junto con las demás herramientas 

de la UE. Ejemplo de esto es el uso conjunto del Reglamento 2020/2092 y de la 

condicionalidad propia del MRR. El bloqueo de la financiación procedente de los 

dos fondos, el MFP y el NGEU, ha permitido hacer suficiente presión como para 

que Hungría acceda sentarse a negociar y acepte de forma voluntaria implementar 

las reformas sugeridas por la Comisión, derivadas de las conclusiones extraídas de 

otros mecanismos como el Semestre europeo, o el informe anual del mecanismo 

europeo para el EdD.  

 

Otra cuestión importante es la voluntad política de la Comisión y el uso que esta 

haga del instrumento durante los próximos meses en el caso de Hungría. Como ya 

se ha visto con el art. 7 TUE, unos requisitos procedimentales muy elevados 

dificultan enormemente la aplicación de este tipo de instrumentos sancionadores, 

especialmente cuando hay varios Estados afectados por el mismo proceso. En este 

sentido, es un acierto que para activar el Reglamento 2020/2092 se requiera 

solamente mayoría cualificada y que las instituciones europeas tengan plena 

autonomía para proponer qué fondos se van a suspender, porque eso agiliza mucho 

el proceso y recorta el tiempo necesario para su entrada en funcionamiento. En el 

caso de Hungría, ha pasado menos de un año desde la primera notificación formal, 

que activa el mecanismo, hasta la suspensión de los fondos. Aun así, esta enorme 

flexibilidad también puede jugar en contra. Es importante que la Comisión no se 
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deje llevar por las presiones de los países afectados ni por el contexto político 

mundial, y que no levante las medidas del régimen de condicionalidad y del MRR 

antes de que se cumplan todos los hitos acordados, o ambos mecanismos perderán 

credibilidad.  

 

Se ha especulado con que la decisión de la Comisión de aplicar el Reglamento a 

Hungría y no a Polonia viene influenciada por la decisión de este último país de 

abrir sus fronteras y acoger un gran número de refugiados ucranianos, y su posición 

en la OTAN (Maurice, 2022). Si situaciones como esta condicionan la aplicación 

del mecanismo, la UE estará proyectando la idea de que el respeto al EdD es 

negociable según las condiciones socioeconómicas de los Estados. No obstante, de 

momento la Comisión se reafirma en su compromiso de no levantar las medidas 

hasta que Hungría haya cumplido con cada una de las diecisiete medidas correctoras 

y las veintisiete súper milestones.  

 

Paralelamente, se ha discutido mucho sobre la legitimidad de los instrumentos de 

condicionalidad, incluido el del MRR y, sobre todo, sobre el impacto que el uso de 

estos instrumentos puede tener en los Estados que no sufren retrocesos en el EdD. 

Para estos Estados, los hitos a cumplir son objetivos adicionales en áreas donde se 

pueden hacer mejoras. Preocupa que este sistema incentive a los Estados miembros 

a retrasar ciertas reformas, sabiendo que en algún momento se podrán utilizar para 

negociar con la UE, especialmente cuando alcanzar los objetivos acordados se 

traduce en cuantiosas subvenciones y préstamos para los gobiernos. “Si los Estados 

miembros que han retrocedido en áreas donde la Comisión ha establecido hitos 

reciben un pago por llevar sus estándares a donde estaban originalmente, esto puede 

incentivar la reducción de estándares en todas las áreas donde la Comisión ha 

establecido hitos” (Moran, 2022: 17) y a desincentivar que se realicen mejoras a 

nivel nacional por iniciativa propia de los gobiernos. También ha sido cuestionado 

que el MRR recompense a los Estados que realizan las reformas, cuando el 

cumplimiento del EdD es una obligación básica, que ya deben cumplir cuando se 

incorporan a la UE. Muy simplificadamente, se está premiando a los Estados por 

hacer algo a lo que están obligados. Afortunadamente, el Reglamento 2020/2092 
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está libre de estas críticas, ya que no proporciona dinero por cumplir hitos, sino que 

los retira si los objetivos no se cumplen. En este sentido, tiene importantes ventajas 

con respecto al MRR.  

 

Además, entre los académicos, preocupa también qué podría suceder si el Estado 

sancionado retrocediera en la protección del EdD después de que se descongelaran 

los fondos suspendidos. Es decir, si una vez implementadas las medidas correctoras 

y desbloqueados los fondos se revirtieran los avances realizados. Se ha sugerido 

que “si un Estado miembro fuera a deshacer una reforma para la que había recibido 

financiación de la UE, debería existir un mecanismo para penalizar a ese Estado 

miembro mediante la obligación de devolver [los fondos recibidos] o la retención 

de pagos futuros” (Moran, 2022: 18). 

 

Finalmente, la eficacia del Reglamento a largo plazo vendrá determinada en gran 

medida por la afectación que la suspensión de fondos pueda tener en los ciudadanos 

del Estado sancionado. Cuanto mayor sea la afectación, puede despertar la 

consciencia social en el país sobre el retroceso democrático que se está viviendo, o 

bien causar efectos contrarios, como aumentar el euroescepticismo y debilitar el 

proyecto de integración europea. La percepción de los beneficiarios finales es 

crucial para evaluar las consecuencias que el régimen de condicionalidad tendrá a 

largo plazo. El Estado está obligado a realizar los pagos aunque no reciba 

financiamiento europeo, pero es muy fácil imaginar una situación en la que el 

gobierno sancionado detenga los pagos y culpe a la UE, especialmente cuando el 

Reglamento no contiene ninguna disposición sobre cómo se garantiza que los pagos 

se realizan igualmente (Díaz Crego, Mańko y Van Ballegooij, 2020).  

 

Las sanciones financieras tienen el potencial de dividir un país y suelen perjudicar 

de forma más significativa a los ciudadanos más vulnerables, que generalmente 

viven en las regiones más pobres de la UE. Esto puede provocar que el mecanismo 

sea percibido como un intento de presión externa para cambiar las preferencias 

políticas de los ciudadanos, lo que podría derivar en mayores niveles de 

euroescepticismo y aumentar el apoyo al gobierno sancionado (Díaz Crego, Mańko 
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y Van Ballegooij, 2020). No obstante, también podría suceder lo contrario: en el 

caso de Hungría la suspensión puede llevar las vulneraciones del EdD al centro del 

debate público y la crisis económica podría incendiar el descontento social, 

desembocando en un cambio de gobierno. Es prácticamente imposible prever con 

seguridad las consecuencias de la suspensión. Sin embargo, aunque la UE logre 

revertir los retrocesos, las disputas con Hungría seguirán a no ser que haya cambios 

en los sectores dirigentes del país. “Las reformas graduales o fragmentarias son 

insuficientes para cambiar el rumbo [de un país]” (Moran, 2022: 25). Por parte de 

la UE, la única solución es “comunicar cuidadosamente a los ciudadanos las razones 

y la justificación de la posible suspensión [y esperar que las sanciones produzcan] 

una mayor presión popular para reformas democráticas positivas” (Díaz Crego, 

Mańko y Van Ballegooij, 2020: 100).  

 

Pese a las dudas sobre el instrumento, la crisis del EdD en Hungría estaba llegando 

a una situación crítica e insostenible que, ante la inacción de la UE, amenazaba con 

extenderse a otros Estados de la región. Además, el riesgo de mal uso del 

presupuesto era enorme, especialmente tras el extraordinario esfuerzo económico 

hecho por la Unión para financiar el NGEU. Por tanto, era imperativo actuar y no 

podía seguir retrasándose.  

 

En el caso de Hungría, pese a la buena disposición mostrada por los negociadores 

húngaros y las reformas realizadas, estas siguen siendo insuficientes, y el EdD sigue 

en una situación crítica. A todo ello se le suma la actitud permanentemente 

desafiadora del presidente Orbán. Por ejemplo, en el más reciente choque político 

con las instituciones europeas decidió prohibir la importación de grano ucraniano, 

después de que la Unión ordenara levantar todos los aranceles de este producto para 

facilitar su comercialización. Polonia, Eslovaquia y Bulgaria también se sumaron a 

ese veto, y Rumanía lo estuvo considerando. Finalmente, la UE aceptó imponer 

restricciones a la comercialización de determinados productos agrícolas ucranianos, 

incluído el grano, y dar ayudas económicas a los agricultores de los países afectados 

a cambio de que dichos Estados levantaran el veto. 
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Aun si la UE consigue redirigir los retrocesos del EdD a través del régimen de 

condicionalidad y los otros mecanismos disponibles, la verdad es que mientras 

Orbán siga en el poder seguirá habiendo desafíos constantes a la autoridad europea, 

y eso va a dificultar enormemente las relaciones entre la UE, Hungría y otros países 

del este en situaciones similares. Los cambios impulsados por la Comisión en 

Hungría pueden paliar los retrocesos hechos hasta ahora por el gobierno húngaro, 

pero solo habrá un verdadero cambio si se renuevan las autoridades nacionales. Para 

ello se necesitará un cambio en la opinión pública, una “batalla” complicada entre 

el gobierno húngaro y la UE para ganar apoyos y votos de cara a las próximas 

elecciones, que no se celebraran hasta 2028. Sin embargo, por ahora, la Unión debe 

centrarse en conseguir que las reformas acordadas se implanten de forma efectiva 

y en gestionar los desafíos que llegarán en un futuro, como la presidencia de 

Hungría en el Consejo Europeo a partir de julio de 2024.  
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5. Conclusiones 

 

Los mecanismos existentes para proteger el EdD en los países miembros de la UE, 

en especial el art. 7 TUE, no han sido hasta ahora capaces de dar una respuesta 

efectiva a una crisis que lleva más de una década generando problemas en el seno 

de la Unión. La ventana abierta por el calendario institucional brindó la oportunidad 

perfecta a las instituciones europeas para crear el régimen de condicionalidad, un 

mecanismo alternativo que mediante la protección del presupuesto de la Unión 

permitiera, de una vez por todas, encontrar una solución para revertir no solo los 

daños causados al sistema judicial europeo y al EdD, sino también para mandar una 

clara señal de advertencia a otros gobiernos que pudieran tomar una deriva similar. 

 

No es la primera vez que la UE utiliza un mecanismo de condicionalidad, pero este 

es, financiera y constitucionalmente, el más importante jamás creado. La STJUE 

confirmó la existencia de un vínculo entre el EdD y la buena gestión financiera, dio 

plena validez legal al Reglamento 2020/2092 y, más importante aún, confirmó que 

los valores recogidos en el art. 2 no son simples orientaciones políticas, sino 

obligaciones vinculantes que todos los EE. MM. deben respetar. La Comisión optó 

por aplicar por primera vez en 2022 el régimen de condicionalidad a Hungría, 

bloqueando el acceso de este país a 6.300 millones € a finales del año pasado.  

 

Así pues, a la pregunta planteada, ¿permitirá la aplicación del régimen de 

condicionalidad forzar el cumplimiento del Estado de derecho en los países 

miembros? La respuesta a priori parece ser “sí”, al menos en el caso de Hungría, 

aunque es difícil evaluar aun la efectividad del mecanismo cuando estamos en la 

fase inicial de su aplicación. 

 

Gracias al uso combinado del Reglamento y el MRR, la Unión ha inmovilizado un 

total de 12.100 millones €. Teniendo en cuenta la frágil situación económica del 

país, eso ha forzado a las autoridades húngaras a sentarse en la mesa de negociación 

y, por primera vez, se están realizando las reformas legislativas recomendadas por 

la Comisión para intentar revertir los daños causados en el EdD. Aun así, la UE 
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todavía está lejos de cantar victoria. Los avances en la implementación de estas 

medidas son insuficientes y requieren de un mayor compromiso político por parte 

de Hungría, si quiere que se levante la suspensión antes de dos años, cuando finaliza 

el plazo para revertir la situación, ya que en caso contrario perdería el acceso al 

dinero bloqueado de forma definitiva (art. 7.3). 

 

Otro aspecto importante a valorar es la efectividad del Reglamento en futuros 

posibles casos. No hay duda de que el régimen de condicionalidad se creó pensando 

en Hungría y Polonia, que son los casos más graves a los que la UE se ha tenido 

que enfrentar hasta hoy, aunque por ahora solo se haya aplicado al primero de estos 

dos países. Aun así, teniendo en cuenta la disyuntiva y la creciente polaridad del 

sistema internacional, es muy probable que esta no sea la última vez que deba 

aplicarse. De hecho, Polonia y Eslovenia podrían ser los siguientes candidatos, 

aunque muchos académicos consideran improbable que en el contexto actual el 

Reglamento llegue a aplicarse a Polonia.  

 

La efectividad del régimen de condicionalidad depende primero de la dependencia 

económica del Estado sancionado con respecto al presupuesto europeo, y de su 

capacidad para encontrar fuentes de financiación alternativas. Es previsible que el 

mecanismo sea por ello más efectivo en los países del este de la UE, más 

necesitados de recursos económicos, que en los países del norte, tradicionalmente 

más ricos. En segundo lugar, de la capacidad de la Comisión para probar la 

existencia de un vínculo entre los incumplimientos del EdD y el presupuesto de la 

UE, especialmente cuando se deban a casos de discriminación sin efectos 

económicos. En tercer lugar, de la capacidad de la Comisión de utilizar el 

Reglamento de forma combinada con los demás instrumentos a su disposición, y de 

no caer en presiones políticas que puedan llegar a condicionar su aplicación o 

propiciar el levantamiento de las medidas antes de tiempo. Finalmente, de la 

afectación que la suspensión de fondos pueda tener en los ciudadanos del Estado 

sancionado. ¿Contribuirá la aplicación del régimen de condicionalidad a un cambio 

positivo en la percepción de los ciudadanos del Estado sancionado, o solo logrará 

aumentar el euroescepticismo en ese país?  
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Además, todavía queda abierta la pregunta de ¿cómo garantizará la UE que el 

gobierno sancionado no revierta todas las medidas implementadas una vez se haya 

levantado la suspensión? ¿Cómo podemos saber que las reformas efectuadas bajo 

la presión del Reglamento 2020/2092 no son más que una estratagema que el 

gobierno húngaro va a deshacer cuando tenga acceso a la financiación? Estas 

pueden ser buenas líneas de investigación para el futuro. Se ha propuesto, por 

ejemplo, crear un mecanismo para penalizar los retrocesos, imponer la obligación 

de devolver los fondos o retener los pagos futuros en virtud de otro instrumento 

(Moran, 2022). 

 

Pese a todo, para conseguir explotar plenamente el potencial que el régimen de 

condicionalidad ofrece es imprescindible que las instituciones combinen su uso con 

la aplicación de otros mecanismos ya existentes. En estos momentos, la UE ha 

logrado crear una caja de herramientas muy diversa para luchar contra las 

vulneraciones del EdD desde distintos frentes, y es necesario aprender a utilizarla 

de forma efectiva para prevenir a tiempo futuras crisis similares que puedan llegar 

a producirse. 

 

Las instituciones europeas pueden apuntarse una primera victoria, pero todavía 

queda mucho camino antes de poder dar por zanjada esta crisis. Solo el tiempo dirá 

si, ahora que ya está dispone de instrumentos suficientes, la UE será capaz de 

redirigir las políticas nacionales que se desvíen del camino del Estado de derecho 

de una forma efectiva. 

  



 66 

6. Bibliografía 

 

Tratados 

 

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (versión 2016), de 7 de 

diciembre de 2000. Diario Oficial de las Comunidades Europeas. C 202/389, 

http://data.europa.eu/eli/treaty/char_2016/oj 

 

Tratado de la Unión Europea (versión consolidada 2016), firmado en Maastricht el 

7 de febrero de 1992 y modificado por el Tratado de Lisboa de 2007. Diario Oficial 

de la Unión Europea. C 202/1, p. 13. https://eur-lex.europa.eu/eli/treaty/teu_2016/oj 

 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (versión consolidada 2016), 

firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992 y modificado por el Tratado de Lisboa 

de 2007. Diario Oficial de la Unión Europea. C 202/1, p. 47. 

http://data.europa.eu/eli/treaty/tfeu_2016/oj 

 

 

Normativas 

 

Consejo de la Unión Europea. (2022a). Decisión de ejecución (UE) 2022/2506 del 

Consejo, de 15 de diciembre de 2022, sobre medidas para la protección del 

presupuesto de la Unión frente a la vulneración de los principios del Estado de 

Derecho en Hungría. Diario Oficial de la Unión Europea. L 325/94.  

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32022D2506 

 

Directiva 2010/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 10 de marzo de 

2010 sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias 

y administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de 

comunicación audiovisual. Diario Oficial de la Unión Europea. L95/1. 

https://eur-

lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2010:095:0001:0024:ES:PDF 



 67 

Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre 

de 2006 relativa a los servicios en el mercado interior. Diario Oficial de la Unión 

Europea. L 376/36. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32006L0123 

 

Directiva 2000/78/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de noviembre 

de 2000 relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en 

el empleo y la ocupación. Diario Oficial de las Comunidades Europeas. L 303/16. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32000L0078 

 

Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 8 de junio de 

2000 relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de 

la información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior. 

Diario Oficial de las Comunidades Europeas. L 178/1. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32000L0031 

 

Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo de 

16 de diciembre de 2020 sobre un régimen general de condicionalidad para la 

protección del presupuesto de la Unión. Diario Oficial de la Unión Europea L 433 

I/1. https://eur-lex.europa.eu/eli/reg/2020/2092/oj 

 

Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril 

de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos. Diario 

Oficial de la Unión Europea. L 119/1 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32016R0679 
 

 

Jurisprudencia 

 

Recurso, Asunto C-769/22, Comisión Europea c. Hungría, interpuesto el 19 de 

diciembre de 2022, (2023/C 54/19). 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:62022CN0769 



 68 

STJUE, Asunto C-650/18, Parlamento Europeo c. Hungría, de 3 de junio de 2021, 

ECLI:EU:C:2021:426. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/es/TXT/?uri=CELEX:62018CJ0650 

 

STJUE, Asunto C-156/21, Hungría c. Parlamento Europeo y Consejo de la Unión 

Europea, de 16 de febrero de 2022. ECLI:EU:C:2022:97. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/es/TXT/?uri=CELEX:62021CJ0156 

 

STJUE, Asunto C-157/21, La República de Polonia c. Parlamento Europeo y 

Consejo de la Unión Europea, de 16 de febrero de 2022. ECLI:EU:C:2022:97. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A62021CJ0157 

 

 

Documentos 

 

Comisión Europea. (2022a). Anexo de la Exposición de Motivos de la Propuesta 

de la Comisión para una Decisión de ejecución del Consejo sobre medidas para la 

protección del presupuesto de la Unión contra la vulneración de los principios del 

Estado de Derecho en Hungría. COM (2022) 485 final. 

https://eur-lex.europa.eu/resource.html?uri=cellar:9473778e-372b-11ed-9c68-

01aa75ed71a1.0022.02/DOC_2&format=PDF 

 

Comisión Europea. (2022b). Comunicación de la Comisión. Orientaciones para la 

aplicación del Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 sobre un régimen general de 

condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión. C(2022) 1382 final. 

https://commission.europa.eu/system/files/2022-

03/c_2022_1382_3_es_act_part1_v1.pdf 

 

Comisión Europea (2022c). Informe sobre el Estado de Derecho en 2022. Capítulo 

sobre la situación del Estado de Derecho en Hungría. SWD (2022) 517 final.  

https://commission.europa.eu/system/files/2022- 

 



 69 

Comisión Europea. (2022d). Propuesta de Decisión de Ejecución del Consejo sobre 

medidas para la protección del presupuesto de la Unión contra la vulneración de los 

principios del Estado de Derecho en Hungría. COM (2022) 485 final. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A52022PC0485 

 

Comisión Europea (2021). Informe sobre el Estado de Derecho en 2021. Capítulo 

sobre la situación del Estado de Derecho en Hungría. SWD (2021) 714 final. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52021SC0714 

 

Comisión Europea (2020). Informe sobre el Estado de Derecho en 2020. Capítulo 

sobre la situación del Estado de Derecho en Hungría. SWD (2020) 316 final. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52020SC0316&from=EN 

 

Comisión Europea. (2018). Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del 

Consejo sobre la protección del presupuesto de la Unión en caso de deficiencias 

generalizadas del Estado de Derecho en los Estados miembros. COM (2018) 324 

final. https://eur-lex.europa.eu/legal-content/es/TXT/?uri=CELEX:52018PC0324 

 

Comisión Europea (2017a). Propuesta motivada de conformidad con el artículo 7, 

apartado 1, del TUE por lo que respecta al estado de derecho en Polonia. Propuesta de 

decisión del Consejo relativa a la constatación de un riesgo claro de violación grave del 

Estado de derecho por parte de la República de Polonia. COM (2017) 835 final. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52017PC0835&from=EN 

 

Comisión Europea (2017b). Recomendación (UE) 2018/103 del 20 de diciembre de 

2017 por lo que respecta al Estado de derecho en Polonia complementaria a las 

Recomendaciones (UE) 2016/1374, (UE) 2017/146 y (UE) 2017/1520. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32018H0103&from=ES 

 



 70 

Comisión Europea (2017c). Recomendación (UE) 2017/1520 del 26 de julio de 

2017 por lo que respecta al Estado de derecho en Polonia complementaria a las 

Recomendaciones (UE) 2016/1374 y (UE) 2017/146. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32017H1520&from=ES 

 

Comisión Europea (2016a). Recomendación (UE) 2017/146 del 21 de diciembre de 

2016 sobre el Estado de derecho en Polonia que complementa la Recomendación 

(UE) 2016/1374.  

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32017H0146&-from=ES 

 

Comisión Europea (2016b). Recomendación (UE) 2016/1374 del 27 de julio de 

2016 relativa al Estado de derecho en Polonia. L 217/53. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32016H1374&from=IT 

 

Comisión Europea. (2014). Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo 

y al Consejo. Un nuevo marco de la UE para reforzar el Estado de Derecho. COM 

(2014) 158 final. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3A52014DC0158 

 

Comisión Europea para la Democracia a través del Derecho (Comisión de Venecia) 

(2011). Reporte sobre el Estado de Derecho adoptado por la Comisión de Venecia 

en su 86a sesión plenaria (Venecia, 25-26 de marzo de 2011). Consejo de Europa. 

https://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2011)003rev-spa 

 

Consejo de la Unión Europea (2023a). A recovery plan for Europe. Infographic - 

EU budget 2021-2027 and recovery plan.  

https://www.consilium.europa.eu/en/policies/eu-recovery-plan/ 

 



 71 

Consejo de la Unión Europea (2023b). Long-term EU budget 2021-2027 and 

recovery package. Infographic - Multiannual financial framework 2021-2027 and 

Next Generation EU. 

https://www.consilium.europa.eu/en/policies/the-eu-budget/long-term-eu-budget-

2021-2027/ 

 

Consejo de la Unión Europea (2022a). Mecanismo de condicionalidad del Estado 

de Derecho: el Consejo decide suspender el pago de 6.300 millones de euros debido 

a las medidas correctoras parciales por parte de Hungría. Comunicado de prensa 

1090/22. 

https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2022/12/12/rule-of-law-

conditionality-mechanism/ 

 

Consejo de la Unión Europea. (2018). Dictamen 13593/18 del Servicio Jurídico del 

Consejo, de 25 de octubre de 2018, sobre la Propuesta de Reglamento del 

Parlamento Europeo y del Consejo sobre la protección del presupuesto de la Unión 

en caso de deficiencias generalizadas del Estado de Derecho en los Estados 

miembros. 2018/0136 (COD). 

https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-13593-2018-INIT/es/pdf 

 

Parlamento Europeo. (2022a). Propuesta de resolución sobre la evaluación del 

cumplimiento por parte de Hungría de las condiciones relativas al Estado de 

Derecho establecidas en el Reglamento sobre condicionalidad y situación actual del 

plan de recuperación y resiliencia húngaro. (2022/2935(RSP)). 

https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/B-9-2022-0511_ES.pdf 

 

Parlamento Europeo (2022b). Resolución del Parlamento Europeo, de 15 de 

septiembre, sobre la propuesta de Decisión del Consejo relativa a la constatación, 

de conformidad con el artículo 7, apartado 1, del Tratado de la Unión Europea, de 

la existencia de un riesgo claro de violación grave por parte de Hungría de los 

valores en los que se fundamenta la Unión. P9_TA (2022) 0324. 

https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2022-0324_ES.html 



 72 

Parlamento Europeo (2022c). Resolución del Parlamento Europeo, de 10 de marzo 

de 2022, sobre el Estado de Derecho y las consecuencias de las resoluciones del 

TJUE. (2022/2535(RSP)). 

https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2022-0074_ES.html 

 

Parlamento Europeo (2018). Propuesta en la que solicita al Consejo que, de 

conformidad con el artículo 7, apartado 1, del TUE, constate la existencia de un 

riesgo claro de violación grave por parte de Hungría de los valores en los que se 

fundamenta la Unión (2017/2131(INL)). P8_TA (2018) 0340. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52018IP0340&from=EN 

 

Parlamento Europeo (2017). Resolución del Parlamento Europeo, de 17 de mayo 

de 2017, sobre la situación en Hungría (2017/2656(RSP)). P8_TA (2017) 0216. 

https://op.europa.eu/es/publication-detail/-/publication/a60eb927-ac1a-11e8-99ee-

01aa75ed71a1 

 

 

Artículos, libros y recursos digitales 

 

Arjona Hernández, A. (2022). La defensa de los valores de la Unión Europea: la 

condicionalidad de los fondos europeos al Estado de Derecho. Serie Unión europea 

y estudios internacionales. Documento de trabajo, Nº 118. Universidad San Pablo 

CEU. Real Instituto Universitario de Estudios Europeos. 

https://repositorioinstitucional.ceu.es/handle/10637/13353 

 

Bakó, B. (2023). “National Democracy vs European Rule of Law? The lack of 

public demand for the rule of law in Hungary”. Working Papers, Forum 

Transregionale Studien. Vol. 13/2023. 

https://doi.org/10.25360/01-2023-00003 

 



 73 

Baquero Cruz, J. (2022). “Minima moralia: el estado de derecho, el método 

comunitario y el presupuesto de la Unión Europea”. Revista de Derecho 

Comunitario Europeo, 72, 431-445. https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.72.05 

 

Bayer, L. (2021). “Is the EU’s rule-of-law report still relevant?” Politico. 

https://www.politico.eu/article/is-eu-rule-of-law-report-still-relevant-hungary-

anti-lgbtq-poland/ 

 

Borger, V. (2022). “Constitutional identity, the rule of law, and the power of the 

purse: The ECJ approves the conditionality mechanism to protect the Union budget: 

Hungary and Poland v. Parliament and Council”. Common Market Law Review, 59, 

Issue 6, 1771-1802. https://doi.org/10.54648/cola2022118 

 

Brand, J. (2006). “La evolución del concepto europeo de Estado de derecho”. 

Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano 2006. Tomo I. Konrad 

Adenauer Stiftung. Programa Estado de Derecho para Sudamérica, 37-63. 

https://fundacion-rama.com/wp-content/uploads/2022/04/2105.-Anuario-de-

Derecho-…-T.-I-Konrad.pdf#page=38 

 

Brincat, L. (et altres). (2018). Aplicación del Derecho de la UE: responsabilidades 

de supervisión de la Comisión Europea con arreglo al artículo 17, apartado 1, del 

Tratado de la Unión Europea. Tribunal de Cuentas Europeo. 

https://op.europa.eu/webpub/eca/lr-eu-law/es/ 

 

Cortés Martín, J. M. (2020). “Sorteando los inconvenientes del artículo 7 TUE: el 

advenimiento del control jurisdiccional del Estado de derecho”. Revista de Derecho 

Comunitario Europeo, 66, 473-517. https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.66.07 

 

De Gregorio Merino, A. (2022). “El nuevo régimen general de condicionalidad para 

la protección del presupuesto de la Unión”. Revista de Derecho Comunitario 

Europeo, Nº. 71, 11-26. 

https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.71.01 



 74 

De Witte, B. (2011). “Direct Effect, Primacy, and the Nature of the Legal Order”. 

En: Craig, P.; De Búrca, G. (Eds). The Evolution of EU Law, 187-227. Oxford 

University Press, Oxford. https://doi.org/10.1093/oso/9780192846556.003.0007 

 

Díaz Crego, M; Mańko, R; Van Ballegooij, W. (2020). Protecting EU common 

values within the Member States. An overview of monitoring, prevention and 

enforcement mechanisms at EU level. European Parliamentary Research Service 

(EPRS). 

https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2020/652088/EPRS_STU

(2020)652088_EN.pdf 

 

Emilova Tsaneva, I. (2021). Los mecanismos de la Unión Europea para 

promocionar y salvaguardar el Estado de Derecho: trayectoria y nuevos retos. 

Universitat Autònoma de Barcelona (Trabajo de final de grado). 

https://ddd.uab.cat/record/245250 

 

Escuder Merida, L. (2016). “Artículo 7 del TUE y su aplicación práctica: análisis 

histórico y jurídico”. Quaderns de Recerca (Bellaterra), 37. Institut Universitari 

d'Estudis Europeus. Universitat Autònoma de Barcelona. 

https://ddd.uab.cat/record/163996 

 

Euractiv. (2023). EU cautious on summer payments of blocked funds to Hungary. 

https://www.euractiv.com/section/politics/news/eu-cautious-on-summer-

payments-of-blocked-funds-to-hungary/ 

 

European movement Ireland. (2021). The Rule of Law in the EU. 

https://www.europeanmovement.ie/the-rule-of-law-in-the-eu/ 

 

Freedom House (2023). Freedom in the world. Country report Hungary.  

https://freedomhouse.org/country/hungary/freedom-world/2023 

 

 



 75 

Freedom House (2022). Nations in transit. Country report Hungary.  

https://freedomhouse.org/country/hungary/nations-transit/2022 

 

Hungarian Helsinki Committee. (2023). Conditionality mechanism: NGO 

assessment of remedial measures.  

https://helsinki.hu/en/conditionality-mechanism-ngo-assessment-of-remedial-

measures/ 

 

Hungarian Helsinki Committee (2022a). Compliance with key implementation steps 

of the remedial measures as committed to by Hungary in the framework of the 

conditionality mechanism.  

https://helsinki.hu/en/wp-

content/uploads/sites/2/2022/11/HU_17_measures_table_17112022.pdf 

 

Hungarian Helsinki Committee. (2022b). Half-hearted promises, disappointing 

delivery. An Assessment of the Hungarian Government’s New Measures to Protect 

the EU Budget and Related Recommendations.  

https://helsinki.hu/en/wp-content/uploads/sites/2/2022/10/Assessment-of-

measures-to-protect-EU-budget.pdf 

 

Ibáñez García, I. (2021). “Dos importantes retos para la justicia europea (Reafirmar 

su autoridad y reformular la doctrina Cilfit)” Hay Derecho. 

https://www.hayderecho.com/wp-content/uploads/2021/12/Dos-importantes-retos-

para-la-justicia-europea.pdf 

 

Kölling, M. (2022). El nuevo mecanismo de condicionalidad para la protección del 

presupuesto de la UE: ¿vía libre tras la sentencia? Real Instituto Elcano. 

https://www.realinstitutoelcano.org/analisis/el-nuevo-mecanismo-de-

condicionalidad-para-la-proteccion-del-presupuesto-de-la-ue-via-libre-tras-la-

sentencia/ 

 



 76 

Lenaerts, K. (2022). “El Tribunal de Justicia de la Unión Europea y la independencia 

judicial”. Revista de Derecho Comunitario Europeo, Nº. 72, 351-368. 

https://doi.org/10.18042/cepc/rdce.72.01 

 

López Aguilar, J. F. (2019). “De nuevo (y todavía) Polonia: “Rule of law” y art. 7 

TUE en el Parlamento Europeo y el Tribunal de Justicia”. Teoría y Realidad 

Constitucional, Nº. 44, 137-176. Universidad Nacional de Educación a Distancia 

(UNED). https://doi.org/10.5944/trc.44.2019.25999 

 

Martins de Matos, G. (2023). “On the triggering of the EU’s conditionality 

mechanism: what has been done and what could follow”. UNIO-EU Law Journal. 

https://officialblogofunio.com/2023/02/03/on-the-triggering-of-the-eus-

conditionality-mechanism-what-has-been-done-and-what-could-follow/ 

 

Miljojkovic, T.; Garner, O. (2021). “Can the EU Protect the Rule of Law? CEU DI 

Debate on the Conditionality Mechanism”. CEU Democracy Institute on Social 

Media. https://democracyinstitute.ceu.edu/articles/can-eu-protect-rule-law-ceu-di-

debate-conditionality-mechanism 

 

Mudge, R; Verseck, K. (2022). “How does the EU's rule-of-law mechanism work?” 

Deutsche Welle. 

https://www.dw.com/en/what-impact-does-the-eus-rule-of-law-mechanism-have/a-

61367149#:~:text=The%20rule%2Dof%2Dlaw%20mechanism,proposal%20to%20

the%20European%20Council. 

 

Olesti Rayo, A. (2021). “El programa Next Generation EU y el nuevo ciclo 

presupuestario de la Unión Europea”. Revista catalana de dret públic, 63. 

http://revistes.eapc.gencat.cat/index.php/rcdp/article/download/10.2436-

rcdp.i63.2021.3710/n63-olesti-es.pdf 

 

 



 77 

Padín Pérez, P. (2018). Las herramientas de la UE en la lucha contra el retroceso 

democrático: los casos de Hungría y Polonia. Universidad de Salamanca. (Trabajo 

de final de grado). https://gredos.usal.es/bitstream/handle/10366/139121/TG-

PadinPerez_Herramientas.pdf?sequence=1 

 

Pech, M; Bárd, P. (2022). The Commissions’s Rule of Law Report and the EU 

Monitoring and Enforcement of Article 2 TEU Values. European Parliament. Policy 

Department for Citizens’ Rights and Constitutional Affairs.  

http://www.europarl.europa.eu/supporting-analyses 

 

Pech, L. (2020a). Doing more harm than good? A critical assessment of the 

European Commission’s first Rule of Law Report. Heinrich Böll Stiftung. Brussels. 

https://eu.boell.org/en/2020/12/04/doing-more-harm-good-critical-assessment-

european-commissions-first-rule-law-report 

 

Pech, L. [ProfPech]. (17 diciembre 2020b). Step by step overview of new EU 

general conditionality mechanism for the protection of the EU budget Slide. Twitter.  

https://twitter.com/ProfPech/status/1339608749791715331 

 

Pech, L.; Scheppele, K. L. (2017). “Illiberalism Within: Rule of Law Backsliding 

in the EU”. Cambridge Yearbook of European Legal Studies, 19, 3-47. 

doi:10.1017/cel.2017.9 

 

Schwarcz, A. (2023). “Rule of law-related ‘super milestones’ in the recovery and 

resilience plans of Hungary and Poland”. European Parliament. Policy Department 

for Budgetary Affairs  

https://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document/IPOL_BRI(2023)741581 

 

Södersten, A. (2023). “Rule of Law Crisis: EU in Limbo Between Federalism and 

Flexible Integration”. In: Engelbrekt, A.B.; Ekman, P.; Michalski, A.; Oxelheim, 

L. (eds). The EU between Federal Union and Flexible Integration. Palgrave 

Macmillan. https://doi.org/10.1007/978-3-031-22397-6_3 



 78 

Suárez-Bustamante, A.; Guerrero, C.; Nagy, M; Gayo, M. A. (2022). El TJUE avala 

condicionar los fondos al respeto del Estado de derecho en la UE. EuroEFE 

Euroactiv. https://euroefe.euractiv.es/section/fondos-europeos/news/tjue-avala-

condicionen-fondos-respeto-estado-derecho-ue/ 

 

Transparency International Hungary. (2023). Contributions of Hungarian CSOs to 

the European Comission’s Rule of Law Report 2023. 

https://transparency.hu/en/news/contributions-of-hungarian-csos-to-the-european-

comissions-rule-of-law-report-2023/ 

 

Urbaneja Cillan, J. (2021). “El régimen general de condicionalidad para la 

protección del presupuesto de la Unión Europea ¿un mecanismo efectivo de 

garantía del Estado de Derecho en los Estados miembros de la Unión Europea?”, 

Revista Española de Derecho Europeo, Nº. 78-79, 153-157. 

http://www.revistasmarcialpons.es/revistaespanoladerechoeuropeo/article/view/670 

 

Valero, J. (2023). “Hungary Sees Deal Near to Help Unlock €28 Billion in EU 

Funds”. Bloomberg. 

https://www.bloomberg.com/news/articles/2023-03-23/hungary-sees-deal-near-to-

help-unlock-28-billion-in-eu-funds#xj4y7vzkg?leadSource=uverify%20wall 

 

Várnay, E. “Discretion in the Articles 258 and 260(2) TFEU Procedures”. 

Maastricht Journal of European and Comparative Law, Vol. 22, Issue 6. 

https://doi.org/10.1177/1023263X15022006 

 

Vázquez Rodríguez, B. (2022). “Buena gestión financiera y respeto del estado de 

derecho en la UE: el mecanismo de condicionalidad para la protección del 

presupuesto de la UE”. Revista General de Derecho Europeo, Nº. 58, 114-151. 

https://www.iustel.com/v2/revistas/detalle_revista.asp?id_noticia=425398&d=1 

 

 



 79 

Vidigal, G. (Managing editor). (2022). “Conditionality and the Rule of Law”. Legal 

Issues of Economic Integration 49, Nº. 3, 237–246. Kluwer Law International BV, 

The Netherlands. 

https://kluwerlawonline.com/journalarticle/Legal+Issues+of+Economic+Integrati

on/49.3/LEIE2022011 

 

Von Bogdandy, A.; Ioannidis, M. (2014). “La deficiencia sistémica en el Estado de 

Derecho. Qué es, qué se ha hecho y qué se puede hacer.” Revista de Estudios 

Políticos, Nº. 165, 19-64. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 

https://recyt.fecyt.es/index.php/RevEsPol/article/view/39410 

 

Zubor, Z. (2023). “Hungarian universities banned from Erasmus”. VSQUARE.  

https://vsquare.org/hungarian-universities-banned-from-erasmus/ 

 



 80 

7. Anexos  

 

Anexo 1. Comparación entre la propuesta original de Reglamento de la Comisión 

y la resolución legislativa del Parlamento. 

 

 
Figura 1. Tabla comparativa de algunos aspectos concretos entre la propuesta original de la Comisión 

y la resolución legislativa del Parlamento (Díaz Crego, Mańki y Van Ballegooij, 2020: 91).  
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Anexo 2. Resumen del funcionamiento del nuevo régimen general de 

condicionalidad de la UE para la protección del presupuesto. 

 

 
Figura 2. Etapas en la aplicación del régimen de condicionalidad (European Movement Ireland, 

2021).  

 

 
Figura 3. Resumen paso a paso del nuevo régimen general de condicionalidad de la UE para la 

protección del presupuesto europeo (Pech, 2020b). 
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Anexo 3. Resumen de los programas financiados por el MFP 2021-2027 

y el fondo NGEU. 

 

 
Figura 4. Gasto total de la UE para 2021-2027, incluyendo el MFP 2021-2027 y el NGEU 

(Consejo de la Unión Europea, 2023a). 
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Figura 5. Principales programas y fondos financiados por el MFP 2021-2027 (Consejo de la Unión 

Europea, 2022a).  
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Figura 6. Principales programas y fondos financiados por el NGEU (Consejo de la Unión Europea, 

2022a).  
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Anexo 4. Calendario de implementación de las medidas correctoras acordadas en 

el marco de la aplicación del Reglamento 2020/2092 a Hungría. 
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Figura 7. Tabla con las fechas límite acordadas entre la Comisión y Hungría para implementar las 

trece medidas correctivas a corto plazo, del total de diecisiete medidas, en el marco del Reglamento 

2020/2092 (Comisión Europea, 2022a).  

 

 
Figura 8. Tabla con las fechas límite acordadas entre la Comisión y Hungría para implementar las 

cuatro medidas correctivas a largo plazo, en el marco del Reglamento 2020/2092 (Comisión Europea, 

2022a).  
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Anexo 5. Análisis del cumplimiento de los pasos clave de implementación de las 

trece medidas correctivas a las que se comprometió Hungría antes del 19 de 

noviembre de 2022, en el marco del régimen de condicionalidad. 

 

 
 

Remedial measure No Key implementation step Compliance Main deficiencies of the commitment or its implementation
 Adoption of a Government Decision providing for the 
tasking and the timeline for the establishment of the 
Integrity Authority 

yes

Submission to the National Assembly of a Draft Act on 
the establishment of the Authority

yes, but with deficiencies

Authority has no powers to exercise on its own without 
requiring the cooperation of currently existing captured state 
agencies that often exhibit a high level of loyalty towards the 
government. No standing before criminal court.
CSOs do not have standing as public interest litigants if state 
bodies – including the Authority – fail to act to tackle misuses 
of funds or step in for the recovery of these.

 Appointment of the board of the Authority yes, but with deficiencies The selection process was unfair and inadequate.

Beginning of the activities of the Authority To be implemented (TBI) 

Adoption of the repealing of the Government Decision yes 

Submission to the National Assembly of a Draft Act on the 
establishment of the Authority (sic) 

yes, but with deficiencies 

The Task Force’s role is limited; it will not be able to perform strong 
oversight functions, It won’t be able to compensate for the lack of 
regular consultations with anticorruption experts in relevant 
topics. 

Adoption of anti-fraud and anti-corruption strategies yes, but with deficiencies 

The strategy regarding the tasks of entities involved in the 
implementation of any Union financial support is to a great extent 
the repetition of the proposed remedial measures and provides 
little novelty on improving the transparency of EU funding, the 
evaluation of projects or the recovery of assets. 

Submission to the National Assembly draft legislation 
including on: Extension of the personal and material 
scope of asset declarations (including to relatives 
living in the same household with the person 
concerned)

yes, but with deficiencies 

Real estate property exclusively used by office holders or their 
family members exempted from declaration.
The reform does not cover a number of officeholders deciding 
about EU funds, such as mayors or leaders of government 
agencies.
No provisions are proposed to establish regular controls and 
efficient sanctions (only due October 2023).

Public Interest 
Management 
Foundations

4
Adoption of the amending acts (Act CXLIII of 2015 on 
public procurement and Act IX)

yes, but with deficiencies

Conflict of interest rules for board members only on a case-by-
case basis paving the way for discretion. 
Conflict of interest for board members is self-declaratory. No 
effective mechanism to challenge conflict of interest before 
court. 
No ban for members of the government and other senior 
public officials to hold membership in boards. 

Finalisation of the draft text of implementing 
regulations (necessary for the application of the 
review procedure) and adoption immediately after the 
entry into force of the new law

yes, but with deficiencies

Given the complexity of corruption cases, deadlines are too 
short for both the private prosecutor and the court. No reason 
to divert from the general CPO rules.
No right to appeal against decisions of inadmissibility or on 
the merits of the case.
Chilling effect of legal costs related to the obligation to retain 
legal counsel.

Entry into force of the new law amending the Criminal 
Procedure Code following an ex ante review by the 
Constitutional Court initiated by the Government

no
Following the approval by the Constitutional Court of the 
original amendment to the Criminal Procedure Code, the 
Government introduced a draft to entirely replace it.

Establishment of a Working Group yes 
Establishment of the DIAI (Directorate of Internal 
Audit and Integrity) in the Prime Minister’s Office

yes/TBI
Call for applications for the staff positions have appeared on 
the website dedicated to the allocation of EU funds.

Adoption of amendments of the relevant Government 
Decrees (413/2021 and 256/2021)

yes, but with deficiencies

While the new regulations have introduced staff rotation and 
stricter conflict of interest rules, there are still major gaps 
regarding transparency and social dialogue on the allocation 
of funds.

Reduction of single-
bids in procurement 
procedures involving 

EU funds

7

Performance of the first audit by the EUTAF on the 
compliance with the Single Market Scoreboard 
methodology (and on individual data provision to the 
Commission and to the public if applicable)

N/A
There is no publicly available information on the 
implementation of this measure.

Development of a new monitoring and reporting tool 
based on data sourced from the EPS

N/A
There is no publicly available information on the 
implementation of this measure.

The Directorate General for Audit of European Funds 
(EUTAF) shall confirm through its audit that the single-
bid reporting tool is fully functional and operational

N/A
There is no publicly available information on the 
implementation of this measure.

Electronic Public 
Procurement 
System (EPS)

10
Full operability of newly developed functions allowing 
for the structured search and export of data in the EPS 
also in a format processable by machine means

yes, but with deficiencies

The newly developed function is limited to certain 
information in the contract award notice on the results, which 
does not reveal, for example, the number and names of the 
invalid or unsuccessful tenderers, the names of the economic 
operators invited to tender, or the justification for the use of 
exceptional procedures or information on the performance 
and modification of the contracts.

Integrity Authority 1

Anticorruption Task 
Force

2

Strengthening the 
Anticorruption 

framework
3

Judicial Review of 
prosecutors’ 

decisions
5

Strengthening audit 
and control 

mechanisms for the 
implementation of 

EU funds

6

Single-bid reporting 
tool

9
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Figura 9. Análisis a fecha 17 de noviembre de 2022 del cumplimiento de los pasos clave de 

implementación de las trece medidas correctivas que Hungría se comprometió a ejecutar antes del 

19 de noviembre, en el marco del régimen de condicionalidad (Hungarian Helsinki Committee, 

2022a). 

  

Performance 
measurement 

framework
11

Development of a performance measurement 
framework, including the adoption of a Government 
Decision

yes 

Extended use of 
Arachne

15
Application of the procedures for the systematic and 
effective use of ARACHNE

N/A

Adoption of an act on the amendment to Act CXXII of 
2010 on Nemzeti Adó- és Vámhivatal, by which the 
National Tax and Customs Administration will be 
designated as the competent national authority to 
assist OLAF

yes

Adoption of an act on the amendment to Act XXIX of 
2004 to introduce a dissuasive financial type of 
sanction to be imposed in case an economic operator 
refuses to cooperate with OLAF

yes

Note, however, that the proposed HUF 1 million HUF 
(approx.. EUR 2500) fine might not necessarily have a 
dissuasive force in case of operators with higher turnover, 
even if it can be imposed repeatedly. To our knowledge, the 
detailed rules on fines have not yet been adopted.

Send to the Commission an advanced draft of the 
legislative act setting out an obligation for all public 
bodies to proactively publish a pre- defined set of 
information on the use of public funds

N/A

Adoption of the above legislative act no 

Leeway for (recurringly) qualifying information as internal 
data crucial for a decision-making process are not addressed.
Transparency portal does not include all entities performing 
public duties Transparency portal does not include contracts 
only their meta data Legislative changes to speed up freedom 
of information litigations fail to address data managers’ 
practice to systematically refuse or neglect data requests, 
while they put an incommensurate burden on data requesters 
who turn to the court , as fast paced court procedures with 
short deadlines to bring arguments are more challenging for 
requesters of information, who, in general, are under 
resourced compared to state agencies and publicly owned 
enterprises with non-exhaustible resources , being the usual 
defendants in FOI litigations.

Enhanced 
transparency of 
public spending

17

Strengthening 
cooperation with 

OLAF
16
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Anexo 6. Cronología de los hechos más destacados en relación con la aplicación 
del régimen de condicionalidad al caso de Hungría. 
 
1/1/2012 
Entrada en vigor de la nueva Constitución de Hungría, aprobada por el Parlamento con mayoría 
absoluta del partido Fidesz, del primer ministro Victor Orbán. 
 
11/03/2014 
La Comisión envía al Parlamento y al Consejo una “comunicación” donde manifiesta la necesidad 
de establecer un nuevo Marco para reforzar el Estado de Derecho en los Estados miembros frente a 
las amenazas que tengan un carácter sistémico, que complemente los mecanismos de protección 
existentes hasta ese momento. 
 
14/02/2018 
La Comisión presenta al Parlamento, al Consejo europeo y al Consejo una propuesta de Marco 
financiero plurianual nuevo para la Unión Europea que cumpla de manera eficiente con sus 
prioridades posteriores a 2020. 
 
2/5/2018 
La Comisión presenta una “propuesta” de Reglamento del Parlamento y del Consejo sobre la 
protección del presupuesto de la Unión en caso de deficiencias generalizadas del Estado de Derecho 
en los Estados miembros 
 
12/9/2018 
El Parlamento aprueba una resolución instando al Consejo para que inicie el procedimiento regulado 
en el artículo 7.1 del TUE para que determine si Hungría corre el riesgo claro de violación grave de 
los principios del EdD. 
 
17/10/2018 
Hungría presenta ante el TJUE, apoyada por Polonia, un recurso de anulación a la Resolución del 
Parlamento Europeo, de 12/09/2018, en la que se solicita al Consejo que constate la existencia de 
un riesgo claro de violación grave de los valores en los que se fundamenta la Unión. 
 
25/10/2018 
Dictamen del Servicio Jurídico del Consejo sobre la Propuesta de Reglamento del Parlamento 
Europeo y del Consejo sobre la protección del presupuesto de la Unión en caso de deficiencias 
generalizadas del Estado de Derecho en los Estados miembros  
 
4/04/2019 
El Parlamento presenta una Resolución legislativa con su propuesta de enmiendas sobre la propuesta 
de Reglamento sobre la protección del presupuesto de la Unión en caso de deficiencias generalizadas 
del Estado de Derecho en los Estados miembros. 
 
2/05/2020 
La Comisión presenta una propuesta de Reglamento relativo a la protección del presupuesto de la 
Unión en caso de deficiencias generalizadas del EdD en los Estados miembros, dentro de un 
conjunto de propuestas sobre el Marco financiero plurianual 2021-2027. 
 
17-21/07/2020 
El Consejo Europeo acuerda el presupuesto de la UE para el período 2021-2027, por importe de 
1,0743 billones de euros, y un plan de recuperación, para ayudar a los Estados miembros a hacer 
frente a la crisis provocada por la pandemia de Covid-19, por importe de 750.000 millones de euros, 
de los cuales 390.000 millones serán en forma de subvenciones y 360.000 millones en forma de 
préstamos. 
 
 



 91 

30/09/2020 
El Consejo aprueba una propuesta para negociar con el Parlamento sobre el Reglamento relativo a 
la protección del presupuesto de la UE. 
 
11/12/2020 
El Consejo Europeo acuerda unas “Conclusiones” donde se recoge la intención de elaborar unas 
“directrices” sobre cómo y cuándo debe aplicarse el Reglamento. En caso de que se interponga un 
recurso contra el Reglamento las “directrices” se finalizarían cuando el TJUE haya emitido su 
sentencia. 
 
16/12/2020 
El Parlamento europeo y el Consejo aprueban el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 sobre un 
régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión; 
 
17/12/2020 
El Consejo aprueba el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2093, por el que se establece el marco 
financiero plurianual para el período 2021-2027. 
 
1/1/2021 
Entran en vigor el Reglamento (UR, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión y el 
Reglamento (UE, Euratom) 2020/2093 del Consejo, de 17 de diciembre de 2020, por el que se 
establece el Marco financiero plurianual para el período 2021-2027. 
 
11/3/2021 
Hungría y Polonia presentan recursos de apelación ante el TJUE solicitando la anulación del 
Reglamento (UR, Euratom) 2020/2092 y, subsidiariamente, algunas de las disposiciones concretas 
del Reglamento. 
 
25/3/2021 
El Parlamento aprueba una resolución instando a la Comisión a aplicar el Reglamento (UE, Euratom) 
2020/2092 sin demora. 
 
1/6/2021 
El Consejo recibe la ratificación por parte de los Estados miembros de la UE y entra en vigor la 
Decisión sobre Recursos Propios y queda aprobado el fondo NGUE 
 
3/6/2021 
Sentencia del TJUE, Asunto C-650/18, desestimando en su integridad el recurso de Hungría, 
apoyada por Polonia, sobre una Resolución del Parlamento Europeo, de 12/09/2018, en la que se 
solicita al Consejo que constate la existencia de un riesgo claro de violación grave de los valores en 
los que se fundamenta la Unión. 
 
24/11/2021 
La Comisión envía una “solicitud de información” a Hungría de conformidad con el articulo 6, 
apartado 4, del Reglamento. 
 
27/01/2022  
Hungría responde a la “solicitud de información” enviada por la Comisión. 
 
16/02/2022 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea emite dos sentencias desestimando los recursos 
respectivos de Hungría y Polonia contra la aprobación el Reglamento por parte del Parlamento 
Europeo y del Consejo.  
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24/02/2022 
El ejército de la Federación Rusa invade Ucrania dando inicio a una guerra que se mantiene activa 
en la actualidad, condicionando decisivamente la política y las medidas económicas de la UE. 
 
2/3/2022 
La Comisión comunica las “orientaciones” o “directrices” para la aplicación del Reglamento sobre 
un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión. 
 
10/03/2022 
Se celebran elecciones legislativas en Hungría y el ultraconservador Victor Orbán obtiene la mayoría 
absoluta por cuarta vez consecutiva. 
 
27/04/2022 
La Comisión envía por escrito una notificación a Hungría, de conformidad con el artículo 6, apartado 
1, del Reglamento, comunicando el inicio de un proceso de evaluación por incumplimiento del 
Reglamento. 
 
27/06/2022 
Hungría envía la “primera respuesta” a la notificación de la Comisión, que completa con dos cartas 
adicionales de 30 de junio y 5 de julio). El 19 de julio envía una última carta proponiendo medidas 
correctoras. 
 
20/07/2022 
La Comisión envía una “carta de intenciones” a Hungría, de conformidad con el articulo 6, apartado 
7, del Reglamento, informando de las medidas propuestas al Consejo, de conformidad con el artículo 
6, apartado 9, del Reglamento. 
 
22/08/2022 
Hungría envía la “segunda respuesta” con observaciones a las conclusiones de la Comisión, el 
procedimiento y las medidas previstas en la “carta de intenciones” 
 
13/09/2022 
Hungría envía una nueva carta a la Comisión con aclaraciones y compromisos adicionales en el 
marco de las medidas correctoras propuestas. 
 
15/09/2022 
El Parlamento establece que el EdD se ha deteriorado en Hungría de forma deliberada por la acción 
del gobierno 
 
18/09/2022 
La Comisión presenta una propuesta de Decisión de Ejecución del Consejo para suspender el pago 
del 65% de los fondos europeos comprometidos (unos 7.500 millones de euros) a Hungría, con el 
fin de proteger el presupuesto de la UE contra la vulneración del EdD, en base al reglamento de 
condicionalidad. 
 
19/09/2022 
El Consejo considera que se cumplen las condiciones para la adopción de medidas adecuadas para 
la protección del presupuesto de la Unión frente a las vulneraciones del Estado de Derecho en 
Hungría, y aprueba la propuesta de la Comisión de suspender el pago a Hungría del 65% de los 
compromisos presupuestarios de la Unión en el marco de los programas de cohesión. 
 
13/10/2022 
El Consejo, a petición de Hungría, prorrogó dos meses el plazo para adoptar la decisión de ejecución 
de la suspensión de los fondos del MFP 2021-2027, de acuerdo con el art. 6.10 del Reglamento 
2020/2092. 
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19/11/2022 
Fecha límite que tenía Hungría para implementar las medidas correctoras acordadas con la Comisión 
en el marco del régimen de condicionalidad, para tratar de evitar la suspensión de los fondos. 
 
21/11/2022 
Propuesta de Resolución del Parlamento sobre la evaluación del cumplimiento por parte de Hungría 
de las condiciones relativas al Estado de Derecho establecidas en el Reglamento. 
 
30/11/2022 
La Comisión determina en su evaluación que las medidas correctoras introducidas por Hungría no 
son suficientes para cumplir el objetivo del Reglamento 
 
9/12/2022 
La Comisión confirma en su evaluación que las medidas correctoras introducidas por Hungría no 
son suficientes para cumplir el objetivo del Reglamento 
 
12/12/2022 
El Consejo aprueba suspender el pago de 6.300 millones de euros (55% de los créditos aprobados) 
porque las medidas adoptadas por Hungría no son plenamente satisfactorias para cumplir 
Reglamento sobre condicionalidad. La Decisión de Ejecución es temporal y Hungría tiene un plazo 
de dos años para corregir la situación. 
 
14/12/2022 
Fecha prevista para la finalización del procedimiento escrito para la adopción de la Decisión de 
Ejecución por parte del Consejo y que ésta empiece a tener efecto. 
 
15/12/2022 
El Consejo aprueba la Decisión de ejecución (UE) 2022/2506 sobre medidas para la protección del 
presupuesto de la Unión frente a la vulneración de los principios del Estado de Derecho en Hungría. 
 
16/3/2023 
Primera comunicación entre Hungría y la Comisión para informar de los progresos hechos en la 
implementación de las medidas correctivas acordadas en el marco del régimen de condicionalidad. 
 
17/6/2023 
Fecha prevista para la segunda comunicación entre Hungría y la Comisión para informar de los 
progresos hechos en la implementación de las medidas correctivas (las comunicaciones se repetirán 
cada tres meses hasta el 31 de diciembre de 2028). 


